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1. CONCEPTO SOBRE LA GESTION ADELANTADA POR LA ADMINISTRACIÓN EN LOS CERROS 

Y EL AREA RURAL DE SUBA

“Ni un bloque de ladrillo, ni un gramo de cemento más

en los Cerros y en los humedales de Bogotá”
37000-

Doctora

MARTHA LILIANA PERDOMO

Secretaria Distrital de Ambiente 

Carrera 6ª. Nº 14-98 
Ciudad
Ref:  Informe  final de la Auditoria  a  cerros y  área rural de la Localidad de Suba 
Respetada doctora:

La Contraloría de Bogotá D.C., con fundamento en las facultades otorgadas por los artículos 267 y 272 de la Constitución Política y el Decreto No. 1421 de 1993, ha practicado Auditoria Gubernamental con Enfoque Integral, Modalidad Especial a la gestión adelantada por la administración en los cerros y el área rural de la Localidad de Suba. 
Es responsabilidad de la administración el contenido de la información suministrada y analizada por la Contraloría de Bogotá, D.C. La responsabilidad de este ente de control consiste en producir un Informe Integral que contenga el concepto sobre la gestión ambiental adelantada por la administración en los cerros y área rural de la Localidad de Suba.

El informe contiene observaciones administrativas, jurídicas y técnicas que deberán ser tenidas en cuenta por la administración, lo cual contribuye al mejoramiento continuo de la organización y por consiguiente a la eficiente y efectiva prestación del servicio de control y seguimiento ambiental al área rural de la localidad.

La evaluación se llevó a cabo de acuerdo con las normas de Auditoria Gubernamental Colombianas compatibles con las de general aceptación y las políticas y procedimientos de auditoria en la materia, establecidos por la Contraloría de Bogotá, D. C; por lo tanto, requirió, acorde con ellas, la planeación y ejecución de un trabajo auditor, objetivo y razonable que permita reflejar los conceptos y la opinión expresada en el informe integral. 

El control incluyó el examen, sobre la base de pruebas selectivas, de las evidencias y documentos que soportan la gestión de la entidad que usted dirige y el cumplimiento de las disposiciones legales ambientales.

El objetivo general asignado a esta auditoria incluyó áreas que son competencia ambiental de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca, razón por la cual se solicito y se recibió cabal colaboración de esta autoridad ambiental, mediante el acompañamiento físico a varios recorridos por el sector, así como  remitiendo la información requerida; por lo que en su momento se correrá traslado de este documento a la CAR  y a la Contraloría General de la República.   
La auditoria encontró que el área rural de Suba alberga importantes recursos naturales y bienes ambientales
, los cuales es necesario preservar o recuperar para garantizar las sostenibilidad del desarrollo social, ambiental y económico del Distrito Capital y la Región.   

No obstante,  desde la década de 80 del milenio pasado se genero una ofensiva urbanista sobre este sector de la ciudad, que ha puesto y mantiene en peligro las  funciones ambientales que cumplen estos ecosistemas. De una parte se expidieron varias normas que regularizaron los desarrollos ilegales localizados en el área rural
 y de otra  se autorizó la sustracción de predios del área rural y luego su incorporación a suelo urbano
. 

Lo anterior sin perjuicio que, en el área rural hoy se localizan agrupaciones residenciales como: Lomitas, Taguay, el asentamiento campesino del sector  
Chorrillos III y el sector industrial y de servicios de Guaymaral y la Clínica Corpas; todas ellas demandan sistemas de manejo de aguas residuales, suministro de agua potable, vías de acceso y una red de infraestructura urbana.        

Al respecto la evaluación de la Contraloría arrojó cifras concluyentes: del área que la administración distrital define como suelo rural,  sólo el 50% de los predios calificados como tal, cumplen una función relacionada con la actividad rural. 

En opinión de la Contraloría, a esta situación se llega como resultado de conjugar varios factores que se unen al afán de lucro de los dueños de la tierra, quienes encuentran más rentable parcelar y luego urbanizar para los estratos 6 y superiores; sumado a un modelo de desarrollo urbano voraz aupado desde la administración; y desde luego, a la débil postura en defensa del desarrollo urbano sostenible, desde las autoridades ambientales anteriores y posteriores a la Ley 99.   

De otra parte, en la vereda Chorrillos sector III, las aguas residuales son evacuadas vía pozos sépticos, al tiempo que el suministro de agua potable se extrae de aljibes
, por lo que esta cercanía resulta preocupante e inconveniente considerando que no existen estudios que permitan establecer si por esta situación se presenta contaminación del agua.  

Ello explica en parte,  porque son frecuentes las denuncias de la comunidad sobre la presencia de infecciones gastrointestinales entre habitantes del área.  
Esta situación se genera, entre otras razones,  por la sui géneris y delicada distribución de competencias entre la Secretaría Distrital de Ambiente y la Corporación Autónoma Regional -CAR-, que se convierte en un factor estructural a atender, si se quiere mejorar la gestión ambiental en el área rural del Distrito Capital. 

Lo antes dicho se corrobora al constatar la mora  por la –CAR- en la expedición de los Planes de Manejo Ambiental, de los ecosistemas en área rural del Distrito,  ordenados por la legislación vigente. Tras estos incumplimientos se encuentra un delicado conflicto de enfoques y 
competencias, que en muchos casos no permite tomar decisiones oportunas para la protección de los recursos naturales y el medio ambiente. 

De otro lado, la tardanza en la toma de decisiones por las entidades de la capital, como es el caso de la política de ruralidad del Distrito y la  reglamentación de la Unidad de Planeamiento Rural de Suba; así como también la mora de la Autoridad Ambiental Regional en el caso de los planes de manejo del Área de Manejo Especial del Río Bogotá y el Parque Ecológico Distrital de Montaño Cerro la Conejera, ha creado un espacio propicio para que los particulares continúen con las nivelaciones topográficas ilegales, anti-ambientales, anti-técnicas y con las construcciones urbanísticas de colegios y  lugares de recreo, entre otros.      
En el último tiempo, las nivelaciones topográficas en el sector, se han desarrollado amparadas en la Resolución CAR 1315 del - 8-V-2006, la cual es considerada por la Contraloría como anti-técnica e  inconveniente, por lo que proponemos a ustedes estudiar solicitar la revocatoria directa, en aras de impedir mayores desastres ambientales.  
La ausencia de la política de ruralidad integral, dirigida al acompañamiento del  pequeño campesino, al control eficiente y permanente sobre la mediana y gran industria agrícola asentada en la localidad; ha contribuido a la desaparición de los cuerpos de agua superficiales y a la sobre explotación de las aguas subterráneas,  también a la contaminación del suelo por la aplicación de fertilizantes y plaguicidas.
Las empresas de flores requieren de importantes cantidades de agua para desarrollar su actividad, una parte de ella la extraen de pozos profundos,  los que en ocasiones no cuentan con el permiso necesario
. Este hecho genera una doble consecuencia: el daño ambiental causado por una explotación sin control y el perjuicio económico por el  no pago de la tasa  por uso.   

Finalmente, los resultados del examen de la gestión permiten conceptuar que la labor  adelantada por la entidad que usted dirige, durante un largo periodo ha omitido el deber de preservar para la producción agropecuaria y los servicios ambientales que presta el área rural de la Localidad de Suba, reflejando un inadecuado manejo de los recursos puestos a disposición de la entidad y desconociendo los principios de economía, eficiencia y equidad. 
Por lo anteriormente expuesto, una vez analizada y evaluada la respuesta ofrecida por la entidad que usted dirige, las observaciones y hallazgos contenidos en el informe se mantienen en su plenitud, disponiendo la Secretaría Distrital de Ambiente de 8 días hábiles para presentar el Plan de Mejoramiento correspondiente. 

Cordialmente, 
JOSÉ A. CORRREDOR SÁNCHEZ

Dirección Recursos Naturales y Medio Ambiente
2.
RESULTADOS DE LA AUDITORIA

Diagnóstico ambiental y urbano de los  cerros y área rural de Suba

Las cifras más recientes informan que la Localidad de Suba tiene un área de 10.055.9 hectáreas, de las cuales  el 31. 2% (3.141.3 ha.) corresponde a área rural; cuenta con 259 barrios agrupados en 12 Unidades de Planeamiento Zonal  -UPZ- y una Unidad de Planeamiento Rural -UPR-. 

Al interior de la localidad se encuentran los cerros de Suba con una extensión aproximada de 1.187.5 hectáreas. Los cerros están clasificados  en cerro norte y cerro sur. El primero se ubica dentro del área rural y el segundo en el área urbana de la localidad.
El área rural de esta localidad representa menos del 3% del área rural del Distrito y se encuentra localizada en el sector noroccidental de la ciudad, entre los cerros de Suba y La Conejera y el plano aluvial del río Bogotá, limita al norte con el  municipio de Chia, al occidente con el municipio de Cota,  (el río Bogotá sirve de límite), al oriente con las áreas urbanas de la misma localidad  ubicadas al costado de la autopista norte: UPZ Guaymaral, La Academia y San José de Bavaria y al sur con las UPZ Tibabuyes y Casa Blanca de la misma localidad. El 38.4%  del área rural (1.210 ha)  es  suelo de protección (DAPD, 2004) (ver Plano No.1).
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Plano No. 1. Clasificación del suelo: Fuente: http://sig.dapd.gov.co/SINU-POT/; decreto 190/04

El borde norte hace parte de la subcuenca Torca, la cual ha sufrido severas transformaciones en su drenaje natural, por sobreexplotación de acuíferos y la disminución y desaparición de corrientes superficiales, todo ello derivado de la anti-técnica  producción agropecuaria y al proceso urbanístico
. 
El área rural de localidad Suba cuenta con importantes ecosistemas, perteneciente a la estructura ecológica principal del Distrito, todos ellos calificados por el Plan de Ordenamiento Territorial como suelo de protección, son ellos:  

1. El área de manejo especial del río Bogotá,  

2. El cerro de La Conejera 

3. El bosque Las Mercedes

4. La reserva forestal regional del norte. 

Dado el peso de las áreas protegidas en la ruralidad de Suba y para los fines de la Auditoria, conviene tener presente que con la expedición del Plan de Ordenamiento Territorial del Distrito Capital, el ordenamiento del territorio se edifica sobre tres estructuras que se sobreponen entre si: la Estructura Ecológica Principal, la Estructura de Servicios y la Estructura  social-económica y espacial.  

El cerro La Conejera, ubicado en territorio rural, fue declarado Área de Reserva Natural, Ambiental y Paisajística, por el Concejo de Bogotá mediante el Acuerdo 27 de 1995. Esta categoría se aparta a la clasificación contenida en el Código de Recursos Naturales y con la asignada a los cerros orientales, que los define como Reserva Forestal. Adicionalmente el POT Distrital la define como Parque Ecológico Distrital de Montaña.   

Esta parte del cerro representa el último remanente de los bosques secundarios propios de las colinas de la sabana de Bogotá y una oportunidad de rehabilitar lo que fue el bosque altoandino primario; el que aún en el estado de alteración en que se encuentra representa una isla biológica que encierra todo el potencial genético para reforzar la conservación de áreas cercanas con el humedal y el bosque de las Mercedes e incluso para proyectar desde aquel la restauración de otros ecosistemas estratégicos del Distrito Capital. 

Por georeferenciación técnica y social realizada en julio de 2006 por la Subdirección de Control y Vivienda del entonces Departamento Técnico Administrativo del Medio Ambiente DAMA, se sabe que son 116 las construcciones en el área protegida Cerro La Conejera. Debe aclararse que algunas de esas unidades constructivas pueden pertenecer a una misma unidad familiar, lo que después de la necesaria depuración de esta información podría reducir el número real de construcciones en esta área. 

Los datos disponibles a la fecha informan que, en el área protegida se han establecido, desde 1978,  los siguientes  desarrollos constructivos: 

1. El conjunto campestre Taguay con 23 casas

2. El Conjunto Urbano La Lomita

3. Los 93 desarrollos constructivos restantes, se ubican  en forma más o menos dispersa, por el enmarañado sistema vial  que recorre toda la zona protegida.   

4. En la zona de amortiguación del área protegida La Conejera se han establecido instituciones educativas de carácter público y privado y conjuntos residenciales; el barrio San José de Bavaria con aproximadamente 938 casas y la urbanización Monte G2 con 294 viviendas localizadas en la zona urbana. 

5. El club “Fundación Cultural La Montaña”

Lo anterior evidencia la existencia de un factor de presión sobre el área rural de la localidad que son las obras de urbanismo y vías proyectadas para el sector, las que sólo tienen explicación técnica y justificación económica, si se acepta que en las próximas décadas las construcciones urbanas serán el hecho predominante en el sector. 

El bosque de las Mercedes que pertenece al sistema de áreas protegidas del Distrito en la categoría de santuario flora y fauna,  se encuentra al norte del humedal La Conejera dentro de un área privada y tiene una extensión 12 hectáreas.  Su importancia radica en que es el único relicto de bosque de planicie que existe en la sabana de Bogotá. 

El área de reserva forestal regional del norte, localizada en la zona rural de Suba fue declarada por hoy el Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial
 –MAVDT-  y se constituye en la materialización del mandato legal fijado desde el 1993 por la Ley 99. 

De otra parte el Plan de Ordenamiento Territorial, estableció como suelo de protección el Área de Manejo Especial del Río Bogotá, que comprende la ronda hidráulica y la zona de manejo y preservación, cuyos usos principales son la conservación, la restauración ecológica y el forestal protector. El área fue instituida como el eje integrador de la Estructura Ecológica Principal atendiendo a los siguientes objetivos:

1. 
Consolidar el río como eje estructural de la conexión ecológica entre la Estructura Ecológica Principal Distrital y su homóloga de carácter regional.

2. 
Aplicar los procedimientos que permitan la mitigación de impactos que pueden llegar a afectar la función ecológica, social y económica del río aguas abajo.

3. 
Aplicar las inversiones necesarias para elevar la calidad ambiental del área, desarrollando las estrategias que permitan su mantenimiento como elemento importante de la oferta ambiental distrital y regional.

Esta Área de Manejo Especial cumple con la función natural de servir de espacio para amortiguar las crecientes del río en época invernal, así como  para el control de inundaciones aguas abajo. 
Los riesgos sobre el  patrimonio ambiental de la localidad de Suba y por supuesto de todo el Distrito Capital,  en parte se explican por: 

1. La falta de reglamentación de la Unidad de Planeamiento Rural; 

2. La falta de reglamentación del  Área de Reserva Forestal Regional del Norte; 

3. La ausencia de alinderación y amojonamiento del Humedal de Torca – Guaymaral;   

4. En algunas parte la ronda hidráulica del río Bogotá es invadida para actividades agrícolas o pecuarias; 

5. La ausencia del Plan de Manejo Ambienta del Cerro la Conejera, siendo la alinderación y amojonamiento la exigencia principal;  

6. El parque las Mercedes, ubicado en un área privada, no cumple una función social

7. A la fecha de este informe no se conoce el régimen de uso del área de amortiguamiento que rodea las áreas protegidas, el cual será la garantía a la conservación y protección del ecosistema.

Plan y  ejecución de Inversiones en el Área Rural de Suba. 

El plan de desarrollo adoptado para el Distrito Capital para los años 2004 a 2008,  mediante el Acuerdo 119 de junio 03 de 2004, conocido como “Bogotá sin indiferencia: Un compromiso social contra la pobreza y la Exclusión”, se ejecutará a través de tres ejes:  a) Social, b) Urbano Regional y c) Reconciliación, más el objetivo Gestión  Humana.

Bajo el eje Urbano Regional, se consignan las políticas, estrategias y programas que buscan atender el ordenamiento territorial, regional y de competitividad. La política de ordenamiento territorial, busca equilibrar la distribución y oferta de bienes y servicios en el territorio, mientras que la política de región, articula las estrategias dirigidas a integrar la región central del país a través de relaciones de cooperación y fortalecimiento mutuo con otros entes territoriales y en el campo de competitividad, se adelantan  iniciativas para promover la generación de empleo y de ingresos, con el fin de aumentar la productividad en la ciudad y garantizar la igualdad de oportunidades.

El objetivo principal del eje urbano regional es buscar:

- El crecimiento económico de la ciudad.

- La construcción de infraestructura.

- La provisión de servicios públicos.

La Auditoria que nos ocupa, analiza y evalua el cumplimiento de los   proyectos y planes de inversión, establecidos para el área rural de la Localidad de Suba, en el Plan de Desarrollo de la actual administración. 

Para el programa “sostenibilidad urbano- rural”, contenido en el eje Urbano Regional del Plan de Desarrollo, la Administración formuló la construcción colectiva del equilibrio entre el sistema ambiental y los procesos de uso y aprovechamiento de los recursos, como condición para preservar la estructura ecológica principal. Igualmente procura la calidad ambiental necesaria para la salud, el bienestar y la productividad, por lo cual es primordial para la Administración, la recuperación y  mantenimiento de los recursos naturales fundamentales como el hídrico, el aire y el suelo.

En este programa se puntualiza consolidar el patrimonio natural y garantizar la calidad ambiental que permita alcanzar un mayor bienestar de las actuales 

y las futuras generaciones. Se plantea igualmente, reconocer la relevancia del ámbito rural y desarrollar su complementariedad con el urbano en términos de sostenibilidad ambiental y social, productividad, gobernabilidad e integración Distrital y Regional.

Para  la vigencia fiscal de 2005, mediante el  decreto Local Nº  021 de 2004, se liquidó un presupuesto de $ 37.215.5 millones, de los cuales  para los programas que pertenecen al Eje Urbano Regional, se destinaron los siguientes recursos:

1) 
Para el programa “Sostenibilidad Urbana“, que contiene el proyecto número 251, denominado “Fortalecimiento del sistema ambiental”, se destinaron $ 760 millones, que corresponde al 2% del presupuesto total, de donde se comprometieron durante este año fiscal un total de $ 702.2 millones, equivalente a un 89.9 %, con una ejecución autorizada, mediante giros de  $1.75 millones, equivalente a un total ejecutado de 0.22%, quedando compromisos vigentes a diciembre 31 de 2005, por la suma de $ 700.4 millones.


De la información anterior se concluye, que el único compromiso tramitado en su totalidad (100%), fue el Convenio interadministrativo  Nº  232 de agosto 4 de 2005, suscrito entre la Alcaldía local - Acción Social y la Secretaría de Gobierno Distrital,  cuyo objeto contractual consistió en desarrollar el proyecto denominado: “Programa red de seguridad alimentaría para pequeños productores de las localidades rurales del distrito capital“ y para lo cual se incluyeron 25 familias de la vereda de Chorrillos, en un proceso de formación agroecológica y suministros de insumos agrarios, el cual cumplió con su objetivo final.

2.- 
Para el programa: “Región integrada para el desarrollo“, que contiene el proyecto número 255, llamado “Restauración ecológica“, se destinaron para esta vigencia fiscal la suma de $ 200 millones, equivalente al 0.53% del total del presupuesto local y de donde se comprometió el 100%, de la siguiente manera:

a) 
La suma de $ 185 millones, para el Convenio  de Cooperación número 605 de diciembre 30 de 2005, cuyo objeto contractual es “permitir la conectividad ecológica entre dos áreas protegidas de la localidad de Suba, el cerro la conejera y el humedal La Conejera, a 


través de la revegetalización con criterios de restauración del área forestal protectora de la quebrada la Salitrosa con participación ciudadana.” 

b) 
La suma de: $ 12.000.000, con el fin de ejercer la interventoria  al  convenio citado anteriormente, suscrito el 30 de diciembre de 2005, con la Universidad Nacional de Colombia. Fecha de iniciación febrero 23 de 2006 y fecha de terminación 22 de marzo de 2007, y cuyo objeto contractual es realizar la interventoria técnica, administrativa y financiera al proyecto 255: “conectividad ecológica del cerro La Conejera y el humedal la conejera, dos áreas protegidas de la localidad de Suba.”

c)  
La suma de $3 millones, compromiso tramitado en esta vigencia fiscal, en  un 100%, y cuyo objeto fue ejercer la interventoria de un contrato suscrito en marzo 01 de 2004, y cuyo interventor fue  Edison Arias Celis.

3.- 
Para el proyecto número 247, denominado: “Desarrollo de la sostenibilidad de la infraestructura rural“ fue programado un presupuesto de $ 2.480 millones, que corresponde  al 6.7% del total del presupuesto local, y  de los cuales le correspondió al IDU, ejecutarlos de la siguiente manera:

a) 
La suma de $ 1.787 millones, para cumplir la meta  de realizar estudios y diseños, con el fin de rehabilitar la vía  Suba- Cota.

b) 
La suma de $ 693 millones, para el mantenimiento de la vía rural Guaymaral, presupuesto que fue ejecutado en su totalidad.

2. 1
MARCO LEGAL APLICABLE EN MATERIA DE RURALIDAD EN LA LOCALIDAD DE SUBA

Se inicia el informe con el componente jurídico en dirección a contextualizar las normas que en materia ambiental son aplicables al área rural de la Localidad de Suba.  La más importante de ellas es la Ley 99, el que a la letra dice: 

Artículo 61. Declárase la Sabana de Bogotá, sus páramos, aguas, valles aledaños, cerros circundantes y sistemas montañosos como de interés ecológico nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal. 

(…)

Los municipios y el Distrito Capital, expedirán la reglamentación de los usos del suelo, teniendo en cuenta las disposiciones de que trata este artículo y las que a nivel nacional expida el Ministerio del Medio Ambiente. 

Adicionalmente el artículo 66 de la misma Ley, otorgó la competencia de los temas ambientales en el área rural a las Corporaciones Autónomas Regionales. En armonía con este artículo, las Leyes 388 y 507 señalan que el componente ambiental de los Planes de Ordenamiento Territorial –POT- debe ser concertado con las Corporaciones Autónomas Regionales
 .   

Para la Contraloría de Bogotá es claro que las normas antes citadas deben leerse conjuntamente, con los artículos de la Constitución Política que señalan las competencias y principios que rigen a las entidades territoriales.  Literalmente transcriben:  

“ Art. 287. Las entidades territoriales gozan de autonomía para la gestión de sus intereses, y dentro de los límites de la Constitución y de la ley. En tal virtud tendrán los siguientes derechos: 
1. Gobernarse por autoridades propias. 

2. Ejercer las competencias que les correspondan. 

3. Administrar sus recursos y establecer los tributos necesarios para el cumplimiento de sus funciones. 
Art. 288. La Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial establecerá la distribución de competencias entre la Nación y las entidades territoriales. 
Las competencias atribuidas a los distintos niveles territoriales serán ejercidas conforme a los principios de coordinación, concurrencia y subsidiariedad en los términos que establezca la ley. “
Conocedores del mandato constitucional de coordinación entre entidades territoriales, también contenido en la Ley 99 con respecto de las autoridades ambientales, el Cabildo Distrital ratificó este deber en el Acuerdo 19 de 1996, el cual crea el Sistema Ambiental del Distrito Capital
.     

De otra parte, en materia de desarrollos constructivos en el área rural, el numeral 31 del artículo 31 de la Ley 99
, otorgó a las CARs la facultad para fijar las densidades máximas a las que se sujetarán los propietarios de vivienda en áreas suburbanas. Esta categoría de vivienda fue creada con el Acuerdo Distrital Nº 7 de 1979 y modificado por el Decreto 619 de 2000, mediante el cual  se adopta el Plan de Ordenamiento Territorial  -POT-del Distrito.  

Con la expedición del POT Distrital “... Las normas sobre usos y tratamientos, contenidas en el Acuerdo 6 de 1990 y sus decretos reglamentarios, se continuarán aplicando hasta tanto se expida la reglamentación del presente Plan”
, por lo que después de allí, las autoridades administrativas del Distrito son las competentes para conocer de los desarrollos constructivos. 

La discusión preparatoria para expedir el POT, tanto en la administración de Bogotá, en el cabildo distrital, en los gremios económicos, asociaciones de expertos, académicos y en general en  la comunidad de la capital, fue 

intensa y prolífica. No obstante, fue en la remisión a la CAR para que conceptuara sobre el componente ambiental del mismo y luego, bajo el conocimiento del Ministerio de Medio Ambiente, en su calidad de instancia para dirimir conflictos sobre el componente ambiental del POT, cuando se presentaron las modificaciones más significativas con implicaciones sobre el área rural de Suba
.

En su paso por la CAR y el MMA el proyecto POT recibió observaciones, en el sentido de reclamar la necesidad de crear una zona protectora en la zona norte de la ciudad, que impidiera la progresiva conurbación con los municipios de Chía y Cota. Al respecto los considerandos de la Resolución 1153 de 1999 señalan: 

“En relación con el Borde Norte: Con base en lo establecido en el proyecto de articulado, en las objeciones contenidas en  la resolución 1869 de la CAR  y en el documento de “Consideraciones“, resulta evidente que esta zona constituye la de mayor prioridad de atención del Distrito y la CAR, a pesar de las graves problemáticas ambientales de los otros bordes y del reiterado interés expresado en torno a la calidad de vida de los estratos de menores ingresos.

En relación con esta zona, la CAR establecía en la resolución 305 que “….. debe ser tratada en la forma contemplada en el documento “Plan ambiental de la cuenca alta del Río Bogotá.” Van Der Hammen. 1.998, dando prioridad al mantenimiento y restauración de los corredores ecológicos y ecosistemas relictuales entre los bosques de Torca y el Cerro y Humedal de la Conejera hasta el Río Bogotá”.

Adicionalmente,  en el documento de Observaciones al POT conceptúa que: “La zona rural del norte no debe incluirse como área urbana. Por el contrario, se deben tomar medidas para que la zona siga siendo rural y se cree una franja de separación con los municipios de Chía y Cota. Permitir la urbanización de dicha zona llevaría a crear un continuo urbano en Chía, Cajicá, Cota y Zipaquirá, lo que equivaldría a acabar con esta parte de la Sabana.

En el extremo norte del Distrito se deben conservar los últimos restos de elementos importantes del complejo ecosistema de la Sabana, y crear y restaurar una gran reserva natural desde el Río hasta la cresta de los Cerros orientales”.(folio 17)

Amparados en lo dicho hasta aquí, la auditoria  se fijó el propósito de evaluar los desarrollos urbanos y la gestión ambiental de la administración distrital sobre el área rural de la localidad de Suba, ejecutada por el entonces 

Departamento Técnico Administrativo de Medio Ambiente -DAMA-, el entonces Departamento Administrativo de Planeación Distrital  y  la Alcaldía Local de Suba.  

Para la Contraloría de Bogotá, lo que subyace a los temas discutidos previos a la expedición del POT, es el modelo de desarrollo urbano y su interdependencia con el medio ambiente en el suelo del Distrito Capital. Para el área objeto de esta auditoria, el modelo sólo hará visible si se mira más allá de lo consignado en las normas urbanas pretéritas y vigentes.  

De otra parte, el tema de competencias entre autoridades ambientales, se convierte en un factor estructural de la política y gestión ambiental en el área del Distrito Capital, dado que junto a los ecosistemas localizados en área rural de Suba, estos dos organismos deben encontrarse en temas de igual o mayor importancia ambiental, como las áreas protegidas declaradas por la nación o la autoridad ambiental regional
 tales como: 

1. Las explotaciones mineras de materiales de construcción en la zona de gravilleras 

2. El Parque Minero Industrial el Mochuelo,   

3. La ronda hidráulica de los ríos Bogotá, Tunjuelo, Fucha y Juan Amarrillo, 

4. El Relleno Sanitario Doña Juana. 

Asimismo, por ser la CAR la autoridad ambiental en el área rural del distrito, le corresponde a la administración distrital presentar ante ese organismo de control ambiental los proyectos de planes de manejo para que ésta tome la decisión final sobre el camino a seguir en cada uno de esos  casos.

Conocedores del mandato legal de coordinación entre autoridades ambientales, el Cabildo Distrital ratificó este deber en el Acuerdo 19 de 1996, el cual crea el Sistema Ambiental del Distrito Capital
.     

No obstante la claridad de estas normas, los hechos dejan evidencia que las decisiones ambientales para cada uno de estos casos, están precedidas de importantes y polarizadas interpretaciones que navegan en aguas profundas del tema ambiental, pero que dilatan en el tiempo la toma de decisiones con nefastas consecuencias para los recursos naturales, el medio ambiente y la calidad de vida de los habitantes de Bogotá y la región.  

Se acepta que los temas en conflicto no toleran respuestas sencillas, en la mayoría de los casos estos son caracterizados por abigarradas incidencias económicas, sociales y ambientales, sin embargo la toma de decisiones se hace más difícil  por la resistencia a compartir el liderazgo de cada iniciativa.  

De esta forma se explica porque la preocupación por el estado de los recursos y el medio ha llegado por diferentes vías a los estrados judiciales,  en busca de oportunidad en la gestión de las autoridades ambientales de la región y el Distrito.  

Acciones populares, de cumplimiento o tutela son una constante en la historia de estos ecosistemas, unas con mayor éxito que otras, pero todas ellas interesadas en el patrimonio natural y ambiental del Distrito Capital. 

En no pocas ocasiones, los jueces han ordenado a las autoridades ambientales, adelantar acciones para la preservación de ecosistemas, no obstante también el poder judicial se ve acorralado en el laberinto jurídico de apelaciones y  recusaciones que dilatan en el tiempo cualquier medida judicial.   

Prueba fehaciente de los desacuerdos es el atraso en los procesos de concertación, con el consecuente deterioro de los recursos naturales y del medio ambiental de las áreas que exigen compromisos compartidos.  Pruebas al canto:   

a) El Plan de Manejo Ambiental del Área de Reserva Forestal de Cerros Orientales, sólo se adoptó por la Resolución CAR Nº 1141 de abril de 2006, sin que las autoridades distritales  tuvieran la participación necesaria en la redacción del texto final.  Al margen de las graves consecuencias sobre el medio por la tardía respuesta, el grado de contradicción sobre esta Resolución llega al punto que las autoridades distritales manejan la posibilidad de demandar esta norma ante el Contencioso Administrativo. 

b) El atraso en la formulación de Plan de ordenación y manejo de la cuenca del río Bogotá, adoptado sólo en noviembre de 2006, mediante la Resolución  3194.

d) La ausencia, hasta la fecha de este informe, del Plan de Manejo Ambiental del Cerro la Conejera, declarado área protegida primero, por el Acuerdo Distrital 27 de 1995
 y luego por el Acuerdo CAR  31 de 1997
. 

e) Objeciones al  proyecto POT del Distrito Capital.  En desarrollo del mandato contenido en la Ley del Plan
,  el Distrito Capital  y la CAR  no llegaron a un acuerdo sobre:

· Las áreas de expansión urbana,   

· El perímetro urbano en el corredor de la autopista norte

· La clasificación del uso del suelo para las áreas de protección del humedales y rondas de río

No podría menos que originar conflicto, las lecturas opuestas sobre el uso principal proyectado para el área rural del norte; pues por muchas décadas y hasta la expedición del Decreto Distrital 619 de 2000, todas las administraciones del Distrito reservaron esa área de la localidad para desarrollos urbanos exclusivos: conjuntos residencias y parcelaciones para estratos 6 y superiores, centros comerciales, clubes deportivos, colegios exclusivos, etc. 

Esas tierras, que según los Acuerdos 7 de 1979 y 6 de 1990 tenían aptitud y uso del suelo asignado el agrícola, lenta y sigilosamente eran destinadas a cumplir funciones urbanas; legalizando desarrollos constructivos subnormales
 o incorporando  al área urbana predios  sin el lleno de los procedimiento exigidos.  

Al respecto explícitamente la CAR señaló: 

“Mediante decreto 549 de 1994, el Alcalde asignó normas específicas a los predios del área suburbana de vía de acceso al Distrito Capital, Autopista Norte, 
sin cumplir con las disposiciones del Acuerdo 6 de 1990. Para incorporar  dichas zonas para usos urbanos debía en primer lugar 

delimitar con precisión la franja a lo largo de la autopista, contando para ello con la aprobación  previa de la Junta Distrital de Planeación  y con concepto técnico favorable de la empresa de servicios públicos  sobre disponibilidad de instalación  de servicios públicos. Además debía cumplir  con el trámite de definición del desarrollo  del sector para el desenvolvimiento  de usos urbanos  que implicaba  entre otros requisitos: verificar que no estuvieran prohibidos los usos urbanos por ley o por acuerdo distrital o que por excepción  en estos terrenos  estuvieran permitidos solo usos agrícolas, mineros o de industria extractiva.  El 

Alcalde no dio cumplimiento  a los artículos  transcritos de decreto Ley  1333 de 1986 y por tanto el Decreto 594 de 1994 presenta vicios de legalidad”
 

Lo paradójico del comportamiento distrital sobre el área rural de Suba esta clara y expresamente contenido en el Acuerdo 31 de 1996, mediante el cual se adopta el “Plan de ordenamiento físico del borde norte y nororiental de la ciudad”
 donde se reconoce que, desde la Ley 99 la sabana de Bogotá es definida “… como de interés ecológico nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal …”; al tiempo que,  artículos adelante el mismo Acuerdo consigna que en esta área se busca “… estimular un desarrollo urbanístico de alta calidad…”
Aunque en el camino de ese propósito Distrital se cruzó la creación de la Zona de Reserva Forestal Regional del Norte, luego de ser denegadas las súplicas de la demanda ante el Contencioso Administrativo
 interpuestas por 

la Administración Distrital, todo indica que sigue latente la presión por urbanizar el área rural de la Localidad. 

Por esta razón no es extraño, que importantes conglomerados económicos del país compraran y siguen comprando tierras en esa área de la ciudad, a la espera de mejores precios para multiplicar su cuota de ganancia. Este argumento se fortalece cuando se conoce que está en marcha una intrincada y moderna red vial en el sector, representada en vías como: la Longitudinal de Occidente, la Ciudad de Cali y la Low  Mourtra. 

Algo de suspicacia lleva a pensar que, tan gruesas inversiones en áreas relativamente despobladas y con poco flujo vehicular, se debe a que entre los propietarios de esas tierras existe el interés por incorporarlas al suelo urbano, cuando el precio de la tierra llegue a los niveles que satisfagan sus aspiraciones; pero minimizando mandato constitucional sobre la primacía del interés general  y la norma ambiental que señala para los suelos de la sabana de Bogotá como “…destinación prioritaria ….  la agropecuaria y forestal “. 

De lo dicho hasta aquí puede concluirse que, el deterioro del medio ambiente y los recursos naturales en esta parte del área rural del Distrito Capital, son el punto de encuentro entre los dueños de la tierra, las corporaciones financieras y empresas constructoras; a lo que debe sumarse las híbridas relaciones entre las autoridades ambientales regional y urbana. 

No obstante, hay evidencias que desde décadas anteriores a la Ley 99 de 1993, se presenta conflictos en el manejo de los ecosistemas distritales; para lo cual baste recordar lo consignado en este documento páginas atrás, o situaciones más recientes  como  el caso de los cerros orientales o los cerros de suba. 

En el año 1988
, antes de expedirse  la Ley 99 y el POT distrital, la administración de Bogotá entendía que la vereda La Conejera de la Localidad de Suba, estaba incluida dentro del área de Reserva Forestal Protectora - Productora creada por el Acuerdo 30 de 1976 expedida por el 

INDERENA. No obstante, hoy la CAR considera que este sector inicia el carácter de área protegida sólo a partir del Acuerdo  CAR  31 de 1997. 

Desde luego que aún no se ha dicho todo sobre ese tema. Aún falta la reglamentación de la Unidad de Planeamiento Rural y preparatoria a ella, la entusiasta consulta a las comunidades del sector, sobre  que uso prefiere para esos predios.  

De tal suerte que,  la orden  proferida por el MAVIDT a la CAR
, debe entenderse como la retoma de la vocación agropecuaria, ambiental y paisajística que se había otorgado desde décadas anteriores.

El corredor ambiental que se crea con la decisión del MAVDT conecta el área protegida de Cerros Orientales, los humedales de Torca, Guaymaral, el Parque Ecológico de Montaña La Conejera, la quebrada La Salitrosa y el humedal de La Conejera, con el  valle aluvial del río Bogotá; todo lo cual ofrece condiciones favorables para reducir la contaminación del aire, contribuir a la recarga de los acuíferos de la sabana y la escorrentía de aguas necesarias para las quebradas y humedales del sector.  

También apunta al cambio del uso del suelo en la zona rural de Suba las nivelaciones topográficas, algunas de ellas realizadas en la zona de ronda hidráulica del río Bogotá, sin el permiso de la autoridad ambiental competente, ni el respeto a las funciones ambientales que cumple la ronda. 

La auditoria encontró que tales intervenciones se han realizado y siguen realizando sobre predios ubicados en la ronda hidráulica del río Bogotá, o sobre predios a los cuales se les quiere dar uso institucional, como tránsito hacia ser declarados como uso urbano. Con la modificación de la ronda y la zona de manejo y preservación ambiental del río, se generan cambios físicos en zonas de amortiguación de crecientes, se altera la dinámica natural del río 

y se ocasiona la pérdida del hábitat de la fauna transitoria o permanente asociada a dicho ecosistema.

La auditoria estableció  las circunstancias de orden legal que amparan la ejecución de las intervenciones y el papel que han jugado las autoridades competentes en el proceso de tales intervenciones. Respecto del Área de Manejo Especial del Río Bogotá señala el Código de Recursos Naturales: 

”Artículo 83. Salvo derechos adquiridos por particulares, son bienes inalienables del Estado:  …  d) Una franja paralela a la línea de mareas máximas o a la del cauce permanente de ríos y lagos, hasta de treinta metros de ancho”. 

A su vez  el Plan de Ordenamiento Territorial  -POT-  de Bogotá, señala: 

Artículo 111 del Decreto 190 de 2004: Todo el suelo comprendido dentro del Área de Manejo Especial del río Bogotá, esto es, la ronda hidráulica y la zona de manejo y preservación del río Bogotá, es suelo de protección, bajo el siguiente régimen de usos:

1. Usos principales: conservación, restauración ecológica y forestal protector.

2. Usos compatibles: recreación pasiva, investigación ecológica.

3. Usos condicionados: construcción de estructura necesaria para el desarrollo de los usos principales y compatibles, condicionada a no generar fragmentación de vegetación nativa de los hábitats de la fauna y a su fauna y a su integración paisajística al entorno natural. Las acciones necesarias para el manejo hidráulico y para la prestación del servicio de acueducto, alcantarillado y saneamiento en general, condicionadas al concepto de la autoridad ambiental competente.

4. Usos prohibidos: forestal productor, recreación activa, minero industrial de todo tipo, residencial de todo tipo.

Al tiempo, sobre la disposición de escombros señala el Decreto 2811 de 1974: 

Artículo 8: Se consideran factores que deterioran el ambiente, entre otros:

a) 
La contaminación del aire, de las aguas, del suelo y de los demás recursos naturales renovables. Se entiende por contaminación la alteración del ambiente con sustancias o formas de energía puestas en él, por actividad humana o de la naturaleza, en cantidades, concentraciones o niveles capaces de interferir el bienestar y la salud de las personas, atentar contra la flora y la fauna, degradar la calidad del ambiente o, de los recursos de la nación o de los particulares.


Se entiende por contaminante cualquier elemento, combinación de elementos, o forma de energía que actual o potencialmente pueda producir 

alteración ambiental de las precedentemente descritas. La contaminación puede ser física, química o biológica.

b) 
La degradación, la erosión y el revenimiento de suelos y tierras;

c) 
Las alteraciones nocivas de la topografía;

j) 
La alteración perjudicial o antiestética de paisajes naturales;

l) 
La acumulación o disposición inadecuada de residuos, basuras, desechos y desperdicios”.

Artículo 35: Se prohíbe descargar, sin autorización, los residuos, basuras y desperdicios y, en general, desechos que deterioren los suelos o, causen daños o molestia a individuos o núcleos humanos.

Artículo 123: En obras de rectificación de cauces o de defensa de los taludes marginales, para evitar inundaciones o daños en los predios ribereños, los interesados deberán presentar los planos y memorias necesarios”.

Sobre el mismo tema consigna el entonces  Ministerio del Medio Ambiente en la Resolución 541 de 1994, la cual regula el cargue, descargue, almacenamiento y disposición final de materiales:

Artículo 1. define como materiales los escombros, concretos y agregados sueltos, de construcción, de demolición y capa orgánica, suelo y subsuelo de excavación. 

Artículo 2, ordinal III, numeral 2: señala que la persona natural o jurídica, pública o privada que genere los materiales a que hace referencia el artículo 1, debe asegurar su disposición final de acuerdo a la legislación sobre la materia.

Artículo 3, reza que: Los municipios deben seleccionar los sitios específicos para la disposición final de los materiales y elementos a que se refiere esta resolución, que se denominarán escombreras municipales.

A su vez, el Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial en el  Decreto 838 de 2005 señala: 

Artículos 23: Los escombros que no sean objeto de un programa de recuperación o aprovechamiento deberán ser dispuestos adecuadamente en escombreras cuya ubicación haya sido previamente definida por el municipio o distrito, teniendo en cuenta los dispuesto en la resolución 541 de 1994.

Por su parte, sobre escombreras señala el Decreto 619 de 2000

Artículo 204. Son sitios determinados para la localización de escombreras o nivelaciones topográficas controladas, entre otros los siguientes:

- 
Cantarrana B: Coordenadas Norte 89700 y 92000, Este 94500 y 95200, Localidad de Usme.

- 
Carabineros: Calle 68 F por Carrera 71 G, Barrio Villas de la Sierra en la Localidad de Ciudad Bolívar.

- 
Osorio - Tintal: Coordenadas Norte 105100 y 106900, Este 90800 y 92400, Localidad de Kennedy.

Parágrafo 1. Podrán localizarse escombreras en áreas cuyo paisaje se encuentre degradado, tales como minas y canteras abandonadas y que no 
presenten riesgos geotécnicos potenciales y/o asociados para la población y la infraestructura existente o prevista. La utilización de dichas áreas debe contribuir a su restauración morfológica y paisajística.

Parágrafo 2. La conformación de escombreras deberá contar con el concepto previo de la autoridad ambiental, quien definirá los parámetros técnicos y ambientales a seguir por parte de los operadores de las mismas.

Parágrafo 3. Las áreas deterioradas que hagan parte de la Estructura Ecológica Principal, podrán constituirse como escombreras si la recepción de escombros se constituye en un medio adecuado para su recuperación ecológica. Lo anterior sin perjuicio del cumplimiento de las normas ambientales."

Según información suministrada por la Secretaría Distrital de Ambiente, en la actualidad los sitios autorizados para disposición de escombros en el D.C. son: Cantarrana (km 8 vía a Villavicencio) y El Porvenir (intersección calle 80 con río Bogotá).

Adicionalmente,  es procedente recordar que la Ley 99 / 93 señala que compete a los alcaldes e inspectores de policía: 

Artículo 65: Numeral 6. Ejercer a través del alcalde como primera autoridad de policía, con el apoyo de la Policía Nacional y en coordinación con las demás autoridades del  Sistema Nacional Ambiental (SINA), con sujeción a la distribución legal de competencias, funciones de control y vigilancia del medio ambiente y los recursos naturales renovables, con el fin de velar por el cumplimiento de los deberes del Estado y de los particulares en materia ambiental y de proteger el derecho constitucional a un ambiente sano;

Artículo 65: Numeral 7. Coordinar y dirigir, con la asesoría de las Corporaciones Autónomas Regionales, las actividades permanentes de control y vigilancia ambientales que se realicen en el territorio del municipio o distrito con el apoyo de la fuerza pública, en relación con la movilización, procesamiento, aprovechamiento, y comercialización de los Recursos Naturales Renovables o con actividades contaminantes o degradantes de las aguas, el aire o el suelo.

Artículo 83: Atribuciones de Policía. El Ministerio del Medio Ambiente y las Corporaciones Autónomas Regionales, además de los departamentos, municipios y distritos con régimen constitucional especial, quedan investidos, a prevención de las demás autoridades competentes, de funciones policivas para la imposición y ejecución de las medidas de policía, multas y sanciones establecidas por la ley, que sean aplicables según el caso. 
2.2
POLITICA DE RURALIDAD EN EL DISTRITO

Antes de la política de ruralidad del Distrito, se hará referencia al fallo del Consejo de Estado que ratificó la disposición del Ministerio de de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial, –MAVDT- de crear la zona de Reserva Forestal del Norte y precisó el área rural del borde nor-occidental de Bogotá.

El  MAVDT comenzó por invocar los fines del Estado y su deber, como el de los particulares, de proteger las riquezas naturales y culturales de la Nación; el derecho de todos a gozar de un ambiente sano y la obligación del Estado de proteger la diversidad e integridad del ambiente, conservar las áreas de especial importancia ecológica y prevenir los factores de deterioro ambiental, en cumplimento de los artículos 2°, 8°, 79 y 80 de la Constitución y para asegurar la función ecológica impuesta a la propiedad en su artículo 58. 

La motivación del MAVDT fue evitar la conurbación de Bogotá con los municipios de Cota y Chía manteniendo «las características agrológicas de los terrenos y el régimen actual de usos», por lo que declaró que la función de la Sabana en el contexto regional y nacional,  imponía a la CAR el deber de dictar lineamientos para la construcción de un modelo regional ambiental.

Así pues, la decisión del Ministerio se encaminó a preservar el carácter agrícola y la función ambiental de la Sabana de Bogotá, de conformidad con la Ley 99 de 1993, sobre bases técnicas no desvirtuadas por el Distrito y ajustándose a sus atribuciones como órgano rector del Sistema Nacional Ambiental.

La información más reciente señala que,  la población en área rural se localiza en  Usme con el 34% de la población, seguida por Sumapaz con el 22,8%, Ciudad Bolívar con el 21,7% y Suba con el 13,4%; con menor número de habitantes están las localidades de Santa Fe y Chapinero cada una con el 3,7% de la población rural del Distrito, San Cristóbal con escaso 0,8% y Bosa. 

Ya en firme la decisión de crear el Área de Reserva Forestal Regional del Norte, corresponde al Distrito Capital reglamentar la Unidad de Planeamiento 

Rural del sector para otorgarle al área rural todo el peso que tal designación requiere. Empero, es ineludible preguntarse sobre si la mejor decisión  fue la asumida por la administración distrital, en el sentido esperar una decisión 

judicial para regular esa área del distrito, o si por el contrario el pasivo ambiental causado en este interregno de tiempo deja como enseñanza el tomar decisiones parciales y transitorias para proteger los recursos naturales y el medio ambiente rural de la Localidad de Suba.  

De otra parte,  puede decirse que  la política de ruralidad del distrito
 señala como uno de sus fines esenciales: la protección del patrimonio ambiental, en primer lugar del agua, en relación íntima con la diversidad biológica, el oxígeno, la energía y los alimentos, que son indispensables y benefician a las poblaciones urbanas y rurales. La política rural también es un instrumento para contener los procesos de expansión urbana desordenada. 

En función de esos propósitos, esta política articula cuatro ejes: 1) Territorialidad, 2) Desarrollo humano sostenible, productividad y seguridad alimentaría, 3) Identidad y culturas campesinas, 4) Institucionalidad democrática. En este marco,  el propósito de Desarrollo Humano Sostenible, que atraviesa al conjunto de los ejes, no se limita a los aspectos ambientales, pues incluye en sus requerimientos mínimos el esfuerzo por la eliminación de la pobreza. 

Por ello, se creó un documento que  es una guía, resultado de la acción conjunta de instituciones de gobierno y organizaciones sociales, para orientar la gestión pública en el territorio rural de Bogotá, con base en el diálogo entre distintos saberes, el técnico, el normativo y el social, pues no todo lo que las comunidades planteen es siempre viable, no todo lo que la institucionalidad proponga da cuenta de las necesidades sociales y en relación con las normas, éstas son benéficas si son capaces de responder por la garantía de los derechos.

El territorio rural del Distrito está disperso en 9 localidades: Sumapaz con 62,5% del total del área rural, Usme con 16,2%, Ciudad Bolívar con 8,0%, Usaquén con 2,3%, Santafé con 2,6%, San Cristóbal con 2,6%, Chapinero con el 2,8% y menos del 3% entre Suba y Bosa. Además la población campesina que allí habita ejecuta actividades campesinas junto a pequeños empresarios agrícolas y comunidades indígenas. También hay una porción de población campesina flotante, que vive en el campo pero labora esporádicamente en la ciudad.

Los grandes tenedores de tierras (hacendados) e industriales de las flores, instituciones privadas y oficiales rurales dominan la ocupación del suelo rural de Suba; los chaletistas (población de estratos altos que usan el territorio como áreas dormitorio, recreación y descanso) y pequeños campesinos ocupan los cerros orientales y los cerros de Suba. 

Esta diversa composición social e institucional muestra de antemano que el territorio cumple diferentes funciones típicas de la nueva ruralidad de los tiempos modernos, que no se caracteriza de manera exclusiva por la presencia de actividades agropecuarias. 

Sobre este territorio se ejercen grandes presiones que se derivan de dinámicas de diverso origen: regional, nacional y del contexto internacional. Como parte de éstas se pueden mencionar: La expansión urbana y el urbanismo ilegal, determinados por el crecimiento demográfico de la ciudad y el déficit de vivienda, así como por la inmigración por causas sociales y políticas, incluido el desplazamiento forzado de poblaciones.  

Ello implica iniciativas distritales hacia el ámbito regional, con base en instrumentos como la Mesa Regional de Planificación Bogotá - Cundinamarca en el marco de la estrategia de integración urbano-rural y regional.  Por esto, si bien la Política Pública Distrital de Ruralidad se aplica a la estructura del territorio rural del Distrito Capital, sus lineamientos también deben orientar la búsqueda de acuerdos con otros entes territoriales y actores económicos y sociales de la región, mediante el desarrollo de proyectos y acciones que mejoren el abastecimiento de alimentos para Bogotá y la región y que eleven la calidad de vida de la población campesina, productora de alimentos.

En este sentido, son necesarias políticas que retengan la población en la zona rural, a través del fomento de la producción campesina, su procesamiento y comercialización para el abastecimiento urbano. Una posibilidad en esta dirección es el fomento y apoyo a la constitución de grupos comunitarios populares urbanos y rurales para el procesamiento y comercialización de productos campesinos.

La importancia ambiental del conjunto del territorio rural ha sido priorizada en normas establecidas desde una perspectiva de conservación en áreas de reserva y para la prestación de servicios a la zona urbana, en particular como área disponible para la expansión, lo cual impide el desarrollo sostenible y endógeno. No se han reconocido las especificidades de los territorios, su 

población, el  desarrollo humano productivo, la cultura, la organización y la participación política.

Para hacer más difícil esta situación, en la conformación de las localidades del Distrito Capital no se previó la organización administrativa que requiere el área rural, pues como ya se dijo, hay en Bogotá 9 localidades que tienen en su territorio áreas rurales. Esta dispersión en el manejo administrativo rural ha generado una acción marginal y poco eficiente de los niveles local y distrital.

Sobre la Sabana de Bogotá hay igualmente problemas relacionados con los impactos de los vertimientos y la disposición de residuos sólidos, por actividades industriales y agrícolas, entre otras. Por ejemplo, se cree que los sistemas de producción que imperan en las grandes empresas de cultivos de flores son altamente contaminantes de las aguas a nivel freático, dado la utilización de sustancias tóxicas; los sistemas de riego muchas veces conllevan la elevación de los niveles freáticos y la salinización de los suelos.

Después de varios años estos predios pueden quedar inservibles para la agricultura, con lo cual se pierden tierras de la mayor aptitud agrícola (Clases I a IV que no son abundantes en Colombia).  A lo cual se agregan las condiciones de sobre-explotación de los trabajadores en estas empresas, con un número considerable de mujeres.

A partir del Plan de Ordenamiento Territorial -POT- y sus revisiones posteriores, lo rural empezó a adquirir mayor relevancia en las instituciones. No obstante, persisten problemas de coordinación entre las entidades del Distrito y las regionales y nacionales. En síntesis, la presencia institucional pública es deficiente, fragmentada y de difícil accesibilidad para la población rural. Las instituciones están alejadas de los problemas particulares de la población rural. Existe un conjunto de  organizaciones sociales de base, pero poco reconocimiento por parte de la institucionalidad pública de su representatividad.

En suma, dentro de los problemas más protuberantes están: Expansión desordenada de la ciudad, no respeto de acuerdos para limitar su crecimiento sobre el espacio rural (pactos de bordes), definición de los usos del suelo sin consulta y sin tener en cuenta los intereses de las comunidades rurales, escasa presencia de incentivos a la producción sana y a la conservación, existencia de procesos productivos de alto impacto a la 

naturaleza y al ambiente, no existencia de alternativas productivas que concilien producción con conservación.

La construcción de una nueva ruralidad, en el caso de esta política, no se define en términos de un tránsito lineal de lo “atrasado” a lo “moderno”, de lo agrícola a lo agroindustrial, como ha sido habitual en los enfoques del desarrollo rural colombiano en la última mitad del siglo pasado. 

Construir la nueva ruralidad implica generar estrategias y formas de intervención de todos los actores sobre el territorio, de los cuales las comunidades rurales son el sujeto principal, que permitan un manejo ambiental adecuado y sostenible de los diversos procesos, como los sistemas de producción en actividades agropecuarias, comerciales,  mineras,  habitacionales, recreativas, culturales, ambientales y de servicios, localizadas en espacios y ecosistemas que son vitales para la sostenibilidad ambiental del Distrito, que por tanto deben ser compatibles con la protección de ese entorno.

Desde esta perspectiva, se amplía la visión tradicional del desarrollo rural que generalmente fue visto sólo como las acciones vinculadas a la producción agropecuaria, aunque valora el papel estratégico de esta. De igual forma, la concepción de lo rural incorpora los vínculos con lo urbano y lo regional, de lo productivo con lo ambiental, lo social y lo cultural.

Esta política parte de una concepción del desarrollo como proceso de ampliación de las potencialidades de las personas, brindándoles calidad de vida, mayores oportunidades de educación, atención médica, ingreso y empleo, con un enfoque integral del bienestar que abarca desde un entorno físico en buenas condiciones, hasta libertades políticas y derechos económicos, sociales y culturales. Este es un concepto amplio según el cual interesa no sólo la generación de crecimiento económico, sino también su distribución. Pone el desarrollo al servicio de la persona humana y no ésta al servicio del desarrollo.
De lo anterior se desprende una nueva noción de competitividad de la ruralidad basada en el bienestar humano, la cultural campesina, la dotación natural, la posición estratégica del territorio rural sobre la ciudad, su vocación como fuente de bienes esenciales, entre ellos el agua, y funciones como la regulación climática. Esta noción también supone economías compatibles con la sostenibilidad del patrimonio ecológico, cultural y ambiental, lo cual 

implica valores culturales y acciones que transformen los sistemas de producción mediante tecnologías limpias y armónicas con el medio ambiente.

También se quiere llegar a una ciudad en donde se garanticen condiciones democráticas a todos los grupos sociales y poblacionales de las áreas rurales y urbanas del D.C., para ejercer el derecho a enriquecer y difundir sus expresiones culturales y su patrimonio cultural, a generar conocimiento sobre ellos mismos, según sus tradiciones, en un contexto de interculturalidad, donde confluyan las culturas rurales y urbanas, así como para beneficiarse de una educación de calidad y apropiada al medio rural, que asegure estos derechos, permita la construcción del conocimiento y del desarrollo tecnológico propio, que incorpore el saber tradicional.

Teniendo en cuenta los apartados anteriores de la política de ruralidad del distrito se puede concluir que lo que la capital quiere es un desarrollo ciudad región buscando el fortalecimiento urbano - rural  de la ciudad volviéndolas complementos entre si, desarrollando programas de fortalecimiento al área rural buscando benéficos al área urbana ejemplo, la protección del componente hídrico que es fuente de vida para la sabana  y sus alrededores, la creación de acciones y programas que buscan el abastecimiento de  alimento de la urbe; todo esto encaminado a un desarrollo sostenible para que futuras generaciones gocen de los mismos recursos a los que hoy tenemos derecho.

Aunque el distrito es claro en la búsqueda del fortalecimiento de la ruralidad, son débiles los programas que desestimulen la migración del campo, generada en búsqueda de “mejores” oportunidades en las grandes ciudades, desechando el campo como una opción de vida con calidad.

El éxito de esta política esta en la integración de los diferentes entes territoriales a la comunidad, desarrollando a cabalidad su competencia, tanto de planear, ejecutar y vigilar, para evitar el deterioro de los recursos naturales y mejorar la aptitud del suelo, llevando como consecuencia el inevitable crecimiento urbano que agote las posibilidades de un desarrollo sostenible. 

2.3
ACCIONES SOBRE EL MEDIO AMBIENTE  EN  EL  AREA  RURAL  

Dados los objetivos de la auditoría, esta parte del informe se agrupa bajo dos 

sub-temas: 

1. Acciones sobre el medio ambiente 

2. Infracciones urbanísticas en el área rural 

Bajo el primer punto se agrupan los factores que causan impacto negativo sobre el medio ambiente y que atentan contra la vocación agrícola y pecuaria del área rural de la localidad, definida desde la Ley 99, los Acuerdos Distritales 7 de 1979 y 6 de1990 y ratificado por los Decretos POT  619 de 2000,  469 de 2003 y 190 de 2004. 

Bajo el segundo punto se evalúan los desarrollos constructivos con proyección  urbanística, conjuntos residenciales, desarrollos institucionales y comerciales presentes en el sector.     

2.3.1 
Dimensión de la ruralidad  en la Localidad  de suba

Con el objetivo de cotejar el carácter rural que por décadas las administraciones del Distrito asignaron a ese parte del suelo de Bogotá, frente al uso real que hoy se otorga, se clasificó y cuantificó los predios según la clasificación que emplea la Unidad Administrativa Catastro Distrital. 

De la información suministrada a la Contraloría por la Unidad Administrativa Especial de Catastro Distrital, (antes Departamento Administrativo de Catastro Distrital) se conoce que en el área rural de la Localidad de Suba existen ocho (8) sectores rurales designados de la siguiente forma:

1. 
Barajas Norte        

2. Guaymaral

3. La Lomita



4. Casa Blanca Suba 

5.
Casa Blanca Suba Rural  I 
6. Casa Blanca Suba Rural  II

7.  Tuna Rural 



8. Las Mercedes Suba Rural

La cuantificación de los predios en el área rural, dio como resultado 1452 predios distribuidos como aparecen en la tabla Nº1 Las cifras son elocuentes,  

el 50% de los predios calificados como rurales cumplen una función relacionada con la actividad rural. 

Tabla  Nº 1

NÚMERO DE PREDIOS  POR SECTOR - ÁREA RURAL SUBA.
	Sector
	Nº total de predios
	Nº de predios

 con destino

 rural
	Área con vocación rural mts2

	Guaymaral
	498
	203
	6.118.827.0

	Las Mercedes suba Rural 
	146
	101
	1.391.034,6

	Tuna Rural
	325
	181
	8.204.319,5

	Casa Blanca Suba
	85
	34
	2.558.350,6

	Barajas Norte
	176
	121
	7.216.892,8

	Casa Blanca Suba Rural II
	17
	14
	984.070,5

	Casa Blanca Suba Rural I
	117
	37
	944.315,2

	La Lomita
	88
	61
	7.593.944,3

	Total 
	1452
	752
	



Fuente: Catastro Distrital. Cálculos Contraloría de Bogotá. 2006. 


Teniendo en cuenta la que debido al tamaño de los predios rurales, donde por sus características pueda corresponderle más de un destino económico, a este predio  se le asignará el destino que ocupe la mayor extensión. V.gr. el predio que se ubica una parte con destino 88 -tierras improductivas-  y otra con destino 81 –agropecuario-
. Lo anterior  nos aclara que la actividad más representativa se va a reflejar en la codificación del destino económico y esto conlleva al acercamiento al verdadero uso del suelo en el área rural de la localidad.

Tabla Nº 2.

CLASIFICACION DE PREDIOS ÁREA RURAL DE SUBA

SEGÚN UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE CATASTRO DISTRITAL
Valores en millones de pesos
	Código
	Detalle
	Área

Terreno m2
	Área Construida  m2 
	Área

 Uso m2
	Avalúo

$
	No. 

Pre -dios

	01
	Residencial
	793.049.0
	90.272.2
	81.984.4
	66.765.2
	348

	03
	Industrial  Privado
	443.477.2
	23.383.9
	16.782.1
	10.818.0
	14

	04
	Dotación  - Público
	145.436.2
	19.073.4
	11.243.0
	7.261.0
	8

	05
	Recreacional - Público
	344.183.6
	0.0
	0.0
	4.365.6
	10

	06
	Dotación Privado
	2.740.428.4
	239.591.8
	178.798.1
	122.072.0
	99


	Código
	Detalle
	Área

Terreno m2
	Área Construida  m2 
	Área

 Uso m2
	Avalúo

$
	No. 

Pre -dios

	08
	Recracional - Privado
	1.989.962.6
	54.299.5
	31.444
	57.074.1
	21

	21
	Comercio con Corredor
	138.273.0
	9.323.0
	6.935.0
	2.247.2
	1

	23
	Comercio Puntual
	219.086.7
	42.521.7
	33.444.0
	17.505.5
	43

	61
	Urbanizado no Edificado
	108.997.6
	1.617.9
	1.160.6
	3.869.9
	59

	63
	No Urbanizado  No Protegido
	13.197.502.0
	19.427.5
	15.226.4
	111.579.1
	317

	64
	Lote del Estado
	3.070.3
	0.0
	0.0
	35.7
	3

	65
	Vías
	74.973.1
	0.0
	0.0
	933.7
	7

	81
	Agropecuario 
	18.952.011.6
	151.797.8
	104.810.4
	270.038.8
	437

	82
	Otro
	448.708.1
	13.849.4
	11.727.7
	12.226.6
	121

	83
	Agrícola
	624.437.6
	1.511.5
	947.0
	8.980.7
	4

	
	TOTALES
	40.223.692.9
	666.670.6
	494.502.7
	695.773.7
	1.492




 Fuente: Catastro Distrital. Cálculos Contraloría de Bogotá

En el área urbana, el uso potencial del terreno es ser usado para construcciones; pero cuando ya está construido, el suelo pasa a un segundo plano y la determinante de su uso es la construcción, por lo que el destino económico está asociado tanto al uso de la construcción como a la norma urbanística definida para  el terreno. 

De la información procesada en la tabla 2 se resalta: 

· Del total de 1.492 predios, 562 están destinados para agricultura y ganadería, que representa un 37.7%  del total de predios. Con respecto al área, los 562 predios tienen un área total de 20.025.157 m2 lo que representa el 49.8 % del total de área rural de Suba.  

· En el área rural de Suba figuran 28 predios a nombre de entidades del Estado, con una extensión de 567.663.2 m2 equivalentes al 1.04% del total, es decir 40.223.692.9 m2 
· La zona rural presenta 348 predios con destinación residencial que suman un área de 793.049.0 m2, equivalente al 1.5% del total del área 

rural (40.223.692.9 m2). Es importante señalar que el 72.5% de estos predios pertenecen al estrato 6 y el otro 27.5% corresponde a estrato 2. Se observó que para el estrato 6 el área individual por predio está dentro de un rango de 350 m2  y 31000 m2. 
· Se encuentran 14 predios con destinación industrial que ocupan una extensión de 443.477.2 m2, equivalente al 1.1% del total del área analizada.  

· Se identifican 99 predios con el código 06 “Dotación privado”, quecorresponde a equipamientos colectivos de tipo educativo y de culto, cuyas áreas de terreno suman 2.740.428.4 m2, equivalente al 6.8% del total. 

· Se ubican 21 predios,  con el código 08, “Recreacional Privado”, compuesto por equipamientos deportivos con una extensión de 1.989.962.6 m2, que representa el 5.0%  del área considerada en este estudio.

· Sumando los dos conceptos anteriores las áreas clasificadas como dotación privada suman 4.730.391  m2, representados en 110 predios y valuados por el Catastro en $179.461.790.000.

· Con la identificación de explotación comercial, identificados con los códigos 21 y 23,  la zona rural de Suba, tiene con 44 predios en una área de 357.359.7 m2, equivalente al 0.9% del total de la zona rural.  
Dentro de las categorías No. 61 Urbanizado no edificado y No. 63 No urbanizado No Protegido, clasifican 376 predios con un área de 13.306.499.1 m2, equivalente al 25% del total y están valuados por el Catastro Distrital en cuantía de $115.449 millones.

Del análisis de las estadísticas reportada se puede concluir que la actual actividad agropecuaria de la zona rural incluye 200 hectáreas en cultivos agrícolas y 2.080 ha. en ganadería. Dentro de los cultivos agrícolas sobresale la producción de flores, hortalizas y papa con 2.178 toneladas /año. 

De otra parte y para complementar el análisis del área, se pasa a comentar la estructura socioeconómica vigente en el área sector, dentro del cual sobresale  la floricultura como una actividad muy dinámica, dado que los 

factores físicos favorecen el cultivo: la topografía, el clima, la luminosidad, el suelo. A partir de datos del DANE,  Suba tiene una concentración de empresas de flores del 7.7%  algunas de estas empresas están asociadas en Asocolflores. 

Se conoce que estos cultivos generan problemas de contaminación ambiental y afectación al ser humano por la toxicidad de los pesticidas y fertilizantes utilizados en el proceso cultivo. También se genera contaminación con residuos peligrosos a través de los envases y recipientes que contienen los productos agroquímicos; así como también, pero con menos gravedad es la inadecuada disposición y utilización de los residuos vegetales que algunas empresas incineran y otras depositan en las corrientes de agua o las comercializan como forraje para el ganado. Dicha contaminación altera el equilibrio en todos los componentes tanto el recurso agua como el recurso suelo y aire. 

El área rural de Suba cuenta con tierras aptas para el cultivo de papa, pero dada  la forma como se efectúa la siembra de este producto,  contribuye a la alteración del equilibrio ecológico y biológico de los suelos y a la contaminación del producto final por el uso y el abuso de los plaguicidas y fertilizantes.  Al tiempo, se altera el componente hídrico, pues para el riego se utiliza agua subterránea, la que en muchos casos no cuenta con permiso de extracción. 

Para el caso de la horticultura,  el problema radica en los significativos niveles de contaminación por residuos orgánicos y químicos contenidos en las aguas de riego de los cultivos.  Estos residuos en algunos casos se fijan en el follaje y en las flores durante la fase producción y en otros se adhieren durante la post cosecha en el momento de ser lavados para llevarlos al mercado. Cabe señalar que muchos cultivos se riegan con el agua del río Bogotá. 

La producción de cereales en algunos sectores se concentra  en la cebada;  esta actividad  es mecanizada en las fases de pre-siembra, fumigación y recolección, pero  hay muchos elementos que deterioran el medio ambiente; cuando hay exceso de pesticidas o la aplicación de dosis excesivas de fertilizantes y plaguicidas que contaminan los suelos y el agua a través de la infiltración y escorrentía de la zona rural de Suba. 

En el sector pecuario se producen 19.5 millones de litros de leche y 336 toneladas de carne/año.  Esta actividad se desarrolla en la planicie aluvial del 

rió Bogota, área que tiene un drenaje natural bueno y facilita la producción de leche con nivel tecnológico intermedio.

Se estima que la actividad agropecuaria se reducirá debido a que el proceso de urbanización se fortalecerá y los poseedores de las tierras rurales venderán dichos predios   para la actividad urbanizadora en la localidad.

2.3 2
Vertimientos  y concesión de aguas  subterráneas en el área rural
Para tener una aproximación sobre el volumen de agua subterránea que se extrae y sobre los vertimientos que se generan en esta área, se acudió a la información administrada por la Corporación Autónoma Regional –CAR- y la Secretaria Distrital de Ambiente, se decidió revisar una muestra del total de los expedientes que reposan en esas entidades, al tiempo que se realizaron varias visitas de campo al sector.   

En la muestra seleccionada se encontró que los cultivos de flores del área  extraen grandes cantidades de agua de origen cuaternario para desarrollar su actividad, sin embargo estas extracciones no son controladas regularmente por la autoridad ambiental a pesar de la importancia de las reservas de aguas subterráneas. 

Las empresas de flores requieren de grandes cantidades de agua para desarrollar su actividad, una parte del líquido es extraído de pozos profundos,  los que en ocasiones no cuentan con el permiso necesario. Este hecho genera una doble consecuencia: el daño ambiental causado por una explotación sin control y el perjuicio económico por el  no pago de la tasa  por uso
. Adicionalmente, la auditoria constató la demora en la atención a la CAR a las peticiones de concesión de aguas. 

Para recoger la historia sobre el volumen de agua extraída, se puede acudir al registro periódico del consumo de agua, que con destino a Asocolfores y en forma regular remiten las empresas cultivadoras, pues aunque parezca extraño, esta información no esta actualizada por la Autoridad Ambiental competente
.

Teniendo en cuenta que este tipo de industria utiliza diferentes químicos los cuales pueden amenazar el medio ambiente, en la revisión de los expedientes no se encontró evidencia de algún tipo permiso de vertimiento no puntual
 aplicado para estos casos.

Sobre vertimientos la auditoria estableció que, el total de expedientes radicados en la Oficina Provincial Bogotá - La Calera de la CAR, asciende a 228, de los cuales 13 de ellos son solicitudes de permiso de vertimiento. 

La auditoria observó la existencia de importantes asentamientos humanos, ubicados en pequeñas islas dentro del área rural, incorporadas a suelo urbano
, acompañados de una gama muy amplia de chalets, colegios, clubes deportivos, etc. 

La auditoria comprobó que ante la ausencia de redes de alcantarillado, el sistema de evacuación de aguas residuales utilizado son los pozos sépticos o cajas sépticas y muy pocos casos el vertimiento sobre vallados. Sobre muchos de los pozos sépticos existen dudas de la calidad técnica de los mismos y sobre el impacto contaminante  generado en las áreas de infiltración de los mismos. 

En estos casos la norma ambiental sobre vertimientos, señala que cuando se trata de pozos sépticos no se requiere autorización previa de la autoridad ambiental, lo que explica el poco número de vertimientos autorizados. (ver gráfica 1)     

Este sistema de disposición  aceptado por las autoridades ambientales, ha mostrado ser una solución eficiente cuando se ejecuta bajo los parámetros de la norma técnica que regula el manejo de aguas residuales y que reclama en forma periódica labores de mantenimiento, en algunos casos a través del vactor (vehículo utilizado para absorber y lavar la red del sistema de alcantarillado).    

Adicionalmente, dado la estratificación socio-económica del sector, permite afirmar que para la mayoría de predios del área rural destinados para 

vivienda está alejada la posibilidad de los impactos ambientales y sociales negativos. 

Gráfica Nº 1
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Fuente: CAR . Cálculos Contraloría de Bogotá. 

Para conocer mejor la situación de los vertimientos en el sector, se revisaron los expedientes CAR y Secretaria Distrital de Ambiente, acompañada de la visita técnica a los siguientes sitios:

1. Camino de Arrayanes: Expediente  CAR 

2. San Simón: Expediente Secretaria Distrital de Ambiente


3. Urbanización Lomitas: Expediente  CAR 

4. San José de Bavaria:   Expediente Secretaria Distrital de Hacienda

5. Asentamiento poblacional Vereda Chorrillos III: Expediente  CAR

6. Aeropuerto Guaymaral: Expediente  CAR

7. Clínica Juan N. Corpas (vereda las  andelar): Expediente  CAR

8. Floricultivo  Flores del río: Expediente  CAR

9. Colegio Robles: Expediente CAR

10. Colegio Colombo Gales: Expediente  CAR

11. Colegio La Candelaria: Expediente  CAR

12. Colegio Princeton: Expediente  CAR 

La auditoria encontró que en el asentamiento poblacional Vereda Chorrillos sector III el sistema para disposición de las aguas residuales domésticas son pozos sépticos, en la mayoría de las casas los pozos no cumplen con 

ninguna especificaciones  técnicas constructivos del RAS 2000
, hasta hace poco se inicio la implementación de un proyecto básico alternativo para el manejo de aguas residuales  y se inicio la construcción de un pozo séptico con las características técnicas requeridas por parte de la secretaria de salud.

Así mismo preocupa que la construcción de los pozos en áreas cercanas a los aljibes que surten de agua para consumo humano, resulta inconveniente, más aún cuando no se conocen estudios que permitan establecer si se presenta algún grado de contaminación por infiltración del agua de los pozos a los aljibes. 

Los vallados se encuentran en mal estado pues se están vertiendo aguas residuales provenientes de la cocina y lavado de ropa; para evitar este daño a los vallados las autoridades distritales están en la obligación de proponer un sistema de tratamiento de aguas servidas factible y que responda a las necesidades de la comunidad.

Respecto del área del Aeropuerto Guaymaral, integrada por un sector destinado al servicio de adiestramiento en el manejo de aeronaves pequeñas, junto a un sector institucional –antinarcóticos-,  acompañado de áreas uso residencial, se encontró que el aeropuerto Guaymaral ya tiene servicio de acueducto, sin embargo aun se presenta el uso de agua subterránea; se comprobó el incumplimiento de la Resolución CAR 1908 de 22 de noviembre 2000, mediante la cual se resuelve no aceptar los tanques sépticos como alternativa de tratamientos de las aguas residuales domesticas que se generan en el aeropuerto Guaymaral. 

La CAR no realiza un seguimiento continuo al estado de los vertimientos en el Aeropuerto Guaymaral, tampoco se dispone de información reciente sobre cuantos pozos sépticos están en uso, tampoco hay claridad sobre cuantos pozos de agua subterránea están en actividad. Es notoria la violación a la Resolución 1908 de 2000 no se han tomado medidas preventivas por poner en riesgo a los recursos naturales.

De otra parte, la revisión del expediente y la inspección a la Clínica Juan N. Corpas evidenció que, en el punto de descarga de  aguas servidas sobre el al humedal La Conejera, no se presentan malos olores y cumplen con las recomendaciones de la Corporación Autónoma CAR.

Respecto de floricultivo Flores del Río, se constató que esta empresa toma agua de un pozo de aguas subterráneas, del cual no tiene conocimiento al autoridad ambiental regional, ya que la renovación de la concesión de aguas no ha sido atendida por la CAR; sin embargo Flores del Rió tiene los registros históricos del agua consumida en todos esos años. 

Para el caso de los  colegios  a  los que se practicó visita.  Gimnasio Los Robles: atiende a una población de 262 estudiantes, compra agua en bloque al acueducto, posee 6 pozos sépticos a los que realiza mantenimiento cada 6 meses. Se evidencia que no hay seguimiento regular al diseño técnico y funcionamiento de los pozos sépticos. 

Colegio Colombo Gales: Entró en funcionamiento en marzo del año 2007. Para el tratamiento de las aguas residuales fue diseñado y construido un sistema de tratamiento que consta de: pozos eyectores, trampa de grasas y humedal artificial.  El agua tratada es trasportada a un tanque donde son mezcladas con aguas lluvias y utilizadas para riego, luego de pasar por un filtro, el agua que no es utilizada para riego es vertida a los vallados cercanos. Las personas encargadas del proyecto no tienen información sobre  el permiso de vertimientos y autorización del sistema de tratamiento.

Colegio La Candelaria: Atiende una población de 420 estudiantes, posee un pozo profundo para extracción de agua de 80 metros de profundidad y compra  agua en bloque  al acueducto de Bogotá, posee un sistema de tratamiento que consta de:  rejilla, cámara de aireación , clarificador (los lodos sacados por decantación son recirculados al tanque de aireación, los sólidos flotantes son recogidos por un desnatador), finalmente se realiza cloración del agua y se dispone a un vallado cercano. Sin embargo no se cuenta con permiso de vertimiento expedido por la CAR

Evaluación de los vertimientos generados en los centros urbanos 

La revisión de expedientes, frente a lo observado en la visita técnica realizada por la Contraloría  permite conceptuar que, el tratamiento que se 

proyecta realizar a las aguas residuales generadas por la urbanización Camino de Arrayanes consta de: Tratamiento preliminar (cribado), pozo de bombeo, tratamiento primario (trampa grasa), tanque séptico, humedal artificial de flujo subsuperficial, tanque de cloración.

Por el momento se están esperando los resultados iniciales de la primera caracterización realizada al tratamiento de las aguas residuales domésticas del campamento. Se tiene previsto la construcción de un sistema de bombeo para llevar las aguas del vallado al río Bogotá, evitando de esta manera superar la capacidad de recepción del vallado perimetral del sector.

El vallado perimetral al que se descargan las aguas tratadas presenta un mal estado, a causa de residuos sólidos (material de construcción y residuos orgánicos) arrojados al mismo; a este cuerpo de agua también llegan aguas provenientes de fincas vecinas dedicadas a la agricultura.  

Se evidencia que el permiso de vertimientos otorgado a Camino de Arrayanes (Resolución 2018 de 2006) fue concedido luego de otorgada la licencia de construcción, en contravía del procedimiento que regula, debe ser autorizado en forma previa a las licencias de urbanismo y construcción. 

En la urbanización San Simón, la revisión del expediente frente a la  visita técnica realizada por la Contraloría observó que las aguas para consumo humano están siendo tomadas de pozo profundo y tratadas para su potabilización, las aguas residuales domésticas están siendo tratadas por un sistema primario y conducidas por vallados hacia tres puntos de descarga, 2 de ellos hacia el canal de salida de aguas del humedal Guaymaral y el tercero que conduce a un vallado, donde el agua se evapora e infiltra.  

Sobre el tema de vertimiento finalmente debe señalarse unas líneas sobre uno de los cuerpos receptores de aguas servidas, en el área rural. Los  vallados, definidos como cuerpos de aguas natural o artificialmente creados para conducir aguas lluvias y conducir escorrentías, así como también para recibir las aguas servidas. En no pocas ocasiones esas aguas también son utilizadas por los agricultores  para riego, como bebedero de animales de pastoreo.       

En el área rural de Suba, existe una red importante de vallados, ubicados principalmente a los costados de las vías públicas, pero caracterizados por el abandono. En algunos lugares están cubiertos de vegetación, en otros por escombros, basura, o animales muertos, todo lo da como resultado aguas 

estancadas, en proceso de descomposición, generadora de olores ofensivos que deterioran el paisaje y  causan rechazo entre la población;  también rrequieren un mantenimiento periódico que permita el drenaje adecuado entre las inundaciones y encharcamientos que se presentan en época de invierno.  

2.3.3
Nivelaciones topográficas  en el Área de Manejo
Especial del Río Bogotá

Para efectos de conocer la problemática de las nivelaciones topográficas se realizaron visitas de reconocimiento a algunas de las zonas intervenidas y se consultó a las entidades que manejan información sobre el tema, entre ellas la CAR, la Alcaldía Local de Suba, la Secretaría Distrital de Ambiente y la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá –EAAB.

En estas entidades se realizaron las siguientes actividades:

a) Revisión de documentación relacionada con el estado de la ronda en el área de estudio (antecedentes históricos) en documentos diagnósticos del río Bogotá.
b) Revisión de expedientes en la CAR sobre intervenciones (nivelaciones topográficas o rellenos) en la zona de ronda del río Bogotá, localidad de Suba.
c) Revisión en la Alcaldía Local de Suba de actuaciones adelantadas por este ente en relación con nivelaciones topográficas o rellenos efectuados en la zona de ronda del río.

El Plan de Ordenamiento Territorial, Decreto 190 de 2004, en su artículo 111 estableció como suelo de protección el Área de Manejo Especial del Río Bogotá, que comprende la ronda hidráulica y la zona de manejo y preservación,  cuyos usos principales son la conservación, la restauración ecológica y el forestal protector. Esta Área de Manejo tiene como  función natural la de servir como espacios  amortiguadores de crecientes del río para el control de inundaciones.
En el área rural de Suba el río cuenta con una longitud aproximada de 31 km. Considerando que el POT establece la zona de ronda de hasta 30 m y la 

zona de manejo y preservación de por lo menos 270 m, la superficie aproximada  del  Área de Manejo Especial del Río Bogotá en la zona rural de Suba es de 930 ha, de las cuales han sido objeto de rellenos aproximadamente 60 ha (6.5%).

Esta de Área de Manejo Especial, está siendo afectada con la disposición de materiales de diversa índole (desechos de construcción, basura, rodadura asfáltica, material de excavación), sin que se atiendan las disposiciones previstas por la ley en cuanto a restricciones de uso, ni las mínimas consideraciones ecológicas y técnicas. El aumento del nivel del terreno y la disposición inadecuada y desordenada de materiales, tiene un alto impacto paisajístico, pues cambia las condiciones morfológicas del sector (paisaje rural). 

Con el relleno de las zonas bajas se afectan la topografía del área y la dinámica natural del río (hidráulica). Por la disposición de materiales sobre las áreas de amortiguación de crecientes (plano de inundación del río Bogotá),  se altera su drenaje natural, afectando la dinámica de las aguas superficiales y subsuperficiales (escorrentía e infiltración). Esta alteración acarrea la consecuente afectación del río en su conjunto y  particularmente de los predios aledaños, al quedar en un nivel más bajo que el área rellenada.

La variedad de materiales utilizados, los cuales incluyen desechos y basuras, contaminan el suelo de la zona, afectando sus características físicas, químicas y biológicas, como consecuencia también cambia su aptitud y  uso. La alteración de las condiciones naturales causa la afectación del hábitat de la fauna asociada a estas zonas y su consecuente desaparición. 

De manera indirecta se reciente la infraestructura vial, debido al constante paso de volquetas que transportan el material de relleno. Igualmente, por esta causa se pierde la apacibilidad de la zona.

La problemática de los rellenos no se presenta solamente en el área de manejo especial del río Bogotá. Esta actividad viene ocurriendo en toda la zona rural, con el consecuente  cambio en el uso del suelo. En la mayoría de los casos sobre los rellenos se establecen canchas de fútbol, que no cuentan con ningún tipo de infraestructura anexa para su funcionamiento, lo que hace pensar que este uso no es definitivo y que puede tratarse de un uso transitorio con miras a en un futuro establecer un desarrollo urbano. La tendencia observada en el área es a incrementar su ocupación hacia este 

tipo de uso, lo que constituye un factor que compromete de manera importante la aptitud agrícola y el uso que se ha previsto para lo zona, considerando que se encuentra entre las mejores tierras de la sabana, por lo que este tipo de desarrollo requiere de una normatividad que limite su expansión y regule su uso. 

Estudiados los expedientes relacionados con rellenos en el área rural de Suba (ver anexo), parecería que la CAR no tiene claras las limitaciones y posibilidades que tiene el área especial de manejo del río Bogotá, pues en algunos de los expedientes sancionatorios ordena distribuir los materiales sobre la zona de ronda (p.e. Resolución 090 de 2006, artículo primero). 

Además resulta altamente preocupante que la mayoría de las disposiciones y medidas que determinan las resoluciones no son objeto de seguimiento y terminan por incumplirse.

Es relevante señalar que dentro de los procesos  que obran en los expedientes se consideran aspectos técnicos como el nivel del río y la consecuente inundación de las áreas adyacentes, sin entrar a hacer consideraciones sobre la hidráulica del río o sobre las condiciones ecológicas de los sitios susceptibles de inundación, aspectos fundamentales a la hora de resolver. 

Otras intervenciones se han hecho desconociendo los aspectos técnicos mínimos, pasando por encima de toda la normatividad expedida al respecto y 

con la tolerancia tanto de las autoridades civiles, de policía y ambientales, pues no se toman medidas para resolver de fondo la problemática.

Sobre el tema de nivelaciones topográficas este organismo de control concluye que es indiscutible la importancia ecológica y funcional que tienen las áreas bajas susceptibles de inundación, que hacen parte de la zona de manejo y protección ambiental del río Bogotá, específicamente en el sector que nos ocupa (zona rural de la localidad de Suba).

Con las nivelaciones topográficas o rellenos que se han ejecutado y las que se encuentran en proceso de ejecución, se está atentando abiertamente contra la hidráulica natural del río y contra el ecosistema asociado a las áreas inundables (humedales).

La principal situación de debate radica en que a pesar que la legislación ambiental expedida históricamente ha sido enfática en que la ronda del río 

Bogotá, así como su zona de protección ambiental tienen un especial interés ecológico y ambiental, los rellenos se han desarrollado sin que las autoridades hayan hecho cumplir la normatividad aplicable desde su ámbito de competencia.

En primer lugar, no se explica cómo se realizaron los rellenos, si desde la expedición del Código de Recursos Naturales  en 1974 y de la Ley 99 de 1993  se señala la importancia ecológica de la ronda del valle aluvial del río y se define que su destinación específica era la forestal  y pecuaria. 

Dicha limitación en el uso del suelo se resalta en el Acuerdo 6 de 1990, donde se prevé una zona de manejo y preservación ambiental contigua a la ronda, que contribuya a su mantenimiento, protección y preservación ambiental, sobre la que se prohíbe el desarrollo de actividades extractivas o cualesquiera otras que perjudiquen la idoneidad del terreno para el cumplimiento cabal de su función propia y determina que no son edificables, ni urbanizables, ni son susceptibles de ser rellenadas, modificadas o trabajadas, salvo algunas excepciones hechas para zonas urbanas y suburbanas (excepciones que no aplican en este caso).

El tema de las nivelaciones se ve agravado por las decisiones oficiales emanadas de la autoridad ambiental, a través de algunos actos administrativos. Mención especial se hace de la Resolución 1315 del 8 de mayo de 2006, expedida por la CAR, en la cual se declara una emergencia ambiental en la cuenca del río Bogotá por efectos de inundaciones ocasionadas por la temporada invernal, la cual determina en su Artículo tercero: 

“…. a partir de la fecha de expedición del presente acto administrativo, y hasta que se supere la emergencia, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca -CAR- no exigirá el trámite de licencias, permisos, autorizaciones y demás trámites de carácter ambiental, a los proyectos, obras o actividades que se requiera ejecutar para efectos de conjurar la situación de emergencia en la cuenca hidrográfica Río Bogotá…”

A partir de la expedición de esta Resolución, se favoreció el fenómeno de disposición de materiales sobre la ronda del río, toda vez que los ribereños estaban amparados en una norma que tenía un espíritu transitorio pero dentro de  la cual no determinó el fin de su vigencia, situación que es aprovechada para nuevos rellenos, sin que persistan las causas que condujeron a declarar la emergencia.  

Es necesario discutir la pertinencia y legalidad de tal resolución, toda vez que en la zona rural de Suba las áreas que están siendo objeto de disposición de materiales son precisamente las que por sus condiciones naturales son susceptibles de inundación y por lo tanto cumplen funciones de amortiguación de crecidas. Con los rellenos se está cambiando la dinámica del río y trasladando la problemática a sectores de la cuenca que se encuentran aguas abajo de los predios objeto de los rellenos.
    
El cambio en las condiciones del río están descritas en el estudio denominado “Zonificación de riesgos por fenómenos de inundación de la localidad de Suba” elaborado para la Unidad de Prevención y Atención de Emergencias por INGETEC S.A. en 1988
 

Las zonas inundables por naturaleza son las zonas de ronda, que tienen como una de sus funciones principales servir de amortiguación de las crecientes del río, función que se deja de cumplir con los rellenos. Así mismo,  el realce de los jarillones, que en algunos sitios alcanzan niveles de hasta 7 metros,  confina al río dentro de su cauce y al aumentar los niveles de agua en invierno eventualmente puede producir desbordamientos en los sitios más bajos en donde los jarillones tienen menor altura o no existen.

Se infiere de lo anterior que las acciones de hecho sobre el Área de Manejo Especial del río Bogotá, relacionadas con tales intervenciones se han producido básicamente por la ineficacia tanto de la autoridad ambiental regional (CAR) como de la Alcaldía Local, sumada a la falta de coordinación para aplicar las medidas preventivas y correctivas pertinentes a los infractores.

El Plan Maestro para la conformación de la Zona de Manejo y Preservación Ambiental (ZMPA) de la margen oriental del río Bogotá en el Distrito Capital elaborado por el DAMA en el 2001 para el tramo comprendido entre el humedal de La Conejera y la desembocadura del río Tunjuelito, contempla dentro de la propuesta del manejo del agua y de los humedales de esta zona la conformación de “charcas estacionales” (creadas por el desplazamiento del jarillón) que se inundarían en épocas de crecientes simulando el comportamiento de los humedales y la construcción de humedales artificiales alimentados con aguas de escorrentía.  

Situación que pone de presente la importancia de conservar en la zona rural de Suba el área de manejo especial del río en sus condiciones naturales, de tal manera que pueda cumplir con sus funciones hidráulicas y ecológicas. No 

se entiende entonces por qué la CAR y la administración distrital permiten su deterioro. Si se siguen produciendo los rellenos es posible que en el futuro se 

tenga que acudir a lo planteado por el Plan Maestro para recuperar la ZMPA, creando zonas de inundación y humedales artificiales.

Es ostensible la falta de coordinación entre La CAR y la administración distrital en torno al manejo del Área Especial del Río Bogotá, pues cada instancia espera que la otra aporte soluciones, desconociendo el carácter integral de la problemática y desatendiendo lo dispuesto en el parágrafo 3º del artículo 33 de la ley 99 de1993, que establece que “en los casos en que dos o más corporaciones autónomas regionales tengan jurisdicción sobre un ecosistema o sobre una cuenca hidrográfica comunes, constituirán de conformidad con la reglamentación que expida el Gobierno Nacional, una comisión conjunta encargada de concertar, armonizar y definir políticas para el manejo ambiental correspondiente”.    

De otro lado, es importante señalar que las nivelaciones topográficas o rellenos no cuentan con una reglamentación específica. La Resolución 541 de 1994 constituye normativa nacional para el manejo de escombros, pero este marco normativo requiere modificaciones y ajustes, para alcanzar una gestión integral adecuada, que permita controlar el impacto ambiental generado por el manejo inadecuado de estos residuos por falta de reglamentación y alternativas de tratamiento y disposición final.

2.3.4 
Unidad de Planeamiento Rural  -UPR-  de Suba

De acuerdo a información relacionada por la Secretaria Distrital de Planeación, para la formulación  de la Unidad de Planeamiento Rural –UPR- Zona Norte, se han ejecutado  contratos por un valor de doscientos veintiún millones de pesos en la modalidad de consultoría y prestación de servicios.

Importante resaltar la ejecución del contrato de consultoría No. 114, suscrito el 31 de diciembre de 2003, con el consorcio GRADEX-INPRO, cuyo objeto es:  “El consultor se obliga con el DISTRITO CAPITAL-DAPD- a formular el Plan zonal Rural del Borde Norte del Distrito Capital a través de un proceso participativo, en el área definida por las calles 170 al sur occidente y 192 al sur oriente, el río Bogotá al occidente y noroccidente, los cerros orientales al 
oriente y el limite con el municipio de Chía al Norte.” , cuyo valor es de ochenta y un millones de pesos.. 

Teniendo en cuenta el alcance del objeto del contrato se deben entregar tres productos a decir: 1) Primer Producto: un documento que contenga el diagnóstico del área del Plan del Borde Norte construido con una metodología participativa. 2) Segundo Producto: elaborar un documento que contenga la metodología de la fase de prospectiva y diseño de propuestas a desarrollar en la zona del Plan Zonal del Borde Norte. 3) Tercer Producto: un documento que contenga la propuesta y desarrollo final del Plan Zonal del Borde Norte y el proyecto de Decreto. 

Los productos en mención fueron aceptados y recibidos por parte del Departamento Administrativo Distrital de Planeación (hoy Secretaria Distrital de Planeación), pero no se aprobó el proyecto de decreto y en estos momentos se están realizando contratos para redefinir de nuevo la Unidad de Planeamiento Rural de la Zona Norte, dejando a un lado la inversión realizada por el DAPD.  

Debido a la no formulación de la UPR de la Zona Norte, se ha contribuido a que en  este territorio no se cumplan las normas y se incurra en una construcción desaforada, que conlleva al mal uso del suelo y el deterioro de los recursos naturales. Como resultado, entre las consecuencias que más impactan el medio ambiente  se pueden citar: 

· Los relictos boscosos del Cerro de la Conejera y Bosque de las Mercedes los cuales están totalmente aisladas y en estado crítico. 

· Los humedales  de Torca-Guaymaral y La Conejera  donde sus funciones y servicios ambientales se encuentran seriamente en entredicho, debido a las condiciones actuales de contaminación y colmatación.

· Las áreas disponibles para la agricultura, que aún existen en un alto porcentaje, la gran mayoría se encuentra  como potreros de “engorde”.

· La agricultura está desarrollada con base al uso de agroquímicos (pesticidas, insecticidas, herbicidas y abonos) los cuales no son regulados, contaminando los suelos y a las personas que trabajan en el sector.

· No se cuenta con fuentes alternativas de recurso hídrico diferentes al agua subterránea;  la sobreexplotación de este recurso es evidente sobre 

todo por la agroindustria de la floricultura y de la población flotante que depende de este recurso hídrico, como son las instituciones 
educativas y las recreativas.

Aunado a lo anterior, las diferentes formas de producción presentes en la región como la agricultura, la ganadería tradicional, la agroindustria de las flores, las urbanizaciones y el desarrollo de las instituciones educativas y recreativas,  afectan la calidad  de vida de las mismas comunidades  y ponen en peligro los recursos naturales y los procesos ecológicos impactando  indirecta y directamente al medio ambiente, y de esta manera acrecentando los problemas latentes como son: erosión superficial, contaminación del agua, disminución del recurso hídrico, disminución de fauna y flora, deterioro paisajístico y deforestación.            

De otra parte las secretaria distritales de Planeación y de Ambiente,  siguiendo los lineamientos estipulados en el Plan de Ordenamiento Territorial, teniendo en cuenta el ámbito de sus competencias,  deben formular la política rural para el Distrito Capital,  de acuerdo a lo establecido en el artículo 27 de los mencionados Decretos, para lo cual tienen un año a partir de la entrada en vigencia del ultimo Decreto, disposición que a la fecha no ha sido cumplida.  

Con oficio números 200719587 de la Contraloría se solicito a la Secretaria Distrital de Ambiente  las razones por las cuales no se ha formulado la política rural.  Esta entidad respondió con oficio No. 200721072 de abril de 2007, que se han desarrollado reuniones con las comunidades rurales en 

diferentes ocasiones y que a junio de 2006 se tiene el documento síntesis de la política publica de ruralidad. 

También  informa que elaboro el respectivo Decreto reglamentario,  el cual fue enviado a  la Alcaldía Mayor. Pero debido a la reestructuración de las entidades Distritales, en el presente año, la recién creada Secretaría Distrital de Ambiente – SDA, solicita de nuevo la revisión del Proyecto de Decreto reglamentario a la Secretaria Distrital de Planeaciòn - SDP  y esta, lo remite el  20 de febrero de 2007 a la SDA.   

Sobre el tema y dada la no reglamentación de la Política de Ruralidad este organismo de control fiscal estima, se configura una presunto hecho irregular, el cual puede ser sujeto de acción disciplinaria, dado la trasgresión un mandato claro y expreso  del  articulo 27 del Decreto 190 de 2004 “Por medio del cual se compilan las disposiciones contenidas en los Decretos Distritales 619 de 2000 y 469 de 2003”  trayendo como consecuencia la ausencia de unas directrices, orientaciones, reglamentaciones y normatividades que conllevan a que no haya un desarrollo ambiental sostenible y por ende el deterioro de los recursos naturales afectando la calidad de vida de las comunidades rurales allí residentes.            

2. 3.  5  
Observaciones y hechos irregulares 

Con base en lo dicho y una vez analizada la respuesta al informe preliminar presentada con el oficio de radicación Nº 2007EE11402 de 07-05-2007, este organismo de Control Fiscal conceptúa que  las observaciones hechas en el informe preliminar no fueron desvirtuadas en la respuesta ofrecida por la Secretaría de Ambiente,  por lo que se confirma lo contenido en los puntos 1, 2 y 3 para que sean objeto del Plan de Mejoramiento. También se ratifica el carácter de hallazgo fiscal de carácter disciplinario, al hecho irregular contenido en el punto 4 del presente numeral.  

Las observaciones y hechos irregulares  ambientales  se puntualizan así:  

1. Para la Contraloría de Bogotá, es claro que la autoridad ambiental en el área rural del Distrito corresponde a la Corporación Autónoma Regional -CAR-; no obstante, con base en el principio constitucional de corresponsabilidad y el mandato legal de colaboración entre autoridades ambientales, la Secretaría Distrital de Ambiente no esta exonerada del 


seguimiento y control del estado de los recursos naturales y el medio ambiente en toda el área del Distrito Capital, por lo que se reclaman correctivos puntuales sobre:   

a) 
La ausencia de procedimientos claros, explícitos y conjuntamente elaborados entre la autoridad Ambiental Regional y la administración del Distrito, se convierte en un obstáculo para la protección oportuna de los recursos naturales y el medio ambiente en el área rural.    

b) 
Es notorio que la CAR reacciona a las denuncias de la comunidad, pero sólo  excepcionalmente toma la iniciativa de seguimiento y control, sobre el estado de los pozos sépticos bajo su competencia. En el caso del aeropuerto Guaymaral la CAR no autorizó el sistema de tratamiento para aguas residuales con pozos sépticos, sin embargo los usuarios mantienen este sistema, ante la falta de seguimiento a estas disposiciones.

c) 
La comunidad de Chorrillos Sector III es muy vulnerable a los riesgos generados por no tener los servicios de acueducto y alcantarillado, agravado por la ausencia de mantenimiento y apoyo técnico para la disposición de los residuos líquidos.  

d) 
La Corporación Autónoma Regional no hace el seguimiento oportuno a los usuarios de aguas subterráneas de la zona de Suba, teniendo en el olvido trámites de concesiones de aguas subterráneas. Tampoco hay claridad sobre cuantos y cuales pozos de extracción de agua subterránea deben cerrarse.

e) 
Es manifiesto el incumplimiento a la normatividad de vertimientos en razón a que,  en ausencia de alcantarillado en área rural se deben construir sistemas de recolección y tratamiento de residuos líquidos que respondan a la norma técnica supervisados por la CAR.  
f) 
Los hechos graves contra el patrimonio natural y el medio ambiente ocasionados por la disposición de escombros, basuras y otros materiales sobre el Área de Manejo Especial del río Bogotá, se han producido básicamente por la ineficacia de la CAR y la administración distrital para aplicar oportunamente las medidas preventivas y correctivas. 
g) 
Este organismo de Control sugiere a la Secretaria Distrital de Ambiente solicitar a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca que, en cumplimiento de sus funciones y sin desmedro de las competencias atribuidas por la ley,  revoque la Resolución Nº 1315 de 2006, e imponga las medidas sancionatorias previstas en la Ley por el daño ambiental causado a la ronda hidráulica de río Bogotá por las nivelaciones topográficas.
2. El retraso en la reglamentación de las franjas de armonización por parte de la Secretaria Distrital de Planeación, como parte de las acciones para reducir la presión sobre las Áreas de Protegidas, se convierte en una prioridad en los meses que restan para que finalice la Administración del Alcalde Luis Eduardo Garzón.  

3. El atraso  en la reglamentación de la Unidad de Planeamiento Rural del Norte, crea un limbo jurídico que afecta a los propietarios de tierra en el área rural, al tiempo que es aprovechado por otros para generar infracciones y sacarlas adelante vía derechos adquiridos o prescripción de acciones judiciales.  

4. La no formulación de la Política de Ruralidad del Distrito Capital,  dentro de los términos fijados por el Decreto POT, generó en esa parte del territorio un ambiente propicio para la construcción desaforada, el deterioro de los recursos naturales y la contaminación del medio ambiente. 

2.4
DESARROLLOS CONSTRUCTIVOS EN EL ÁREA RURAL.

Se ha dicho insistentemente que el área norte de la localidad de Suba, definida por diferentes normas como suelo con vocación rural y ratificada en la Ley 99, como “…de interés ecológico nacional, cuya destinación prioritaria será la agropecuaria y forestal …”; fue objeto en forma progresiva por los particulares y avaladas por el Estado,  de acciones dirigidas a urbanizar el sector.

En la década del noventa se autorizó la incorporación al área urbana de: 

1. Colegio la Candelaria. Decreto Distrital 426 de 2000.

2. Parcelación La Conejera. Lotes 14 A y 14 B Decreto 890 de 2000. 

3. Casablanca  Suba-Urbano II – Torremolinos. Decreto 827

4. Parcelación La Conejera. Lotes  19 y 19 - A.. Decreto 830 de 2000.

5. Corredor Autopista Norte.  Decreto Distrital 271 de 1997

6. San Simón- San Sebastián – El bosque. Decreto 834 de 1993

7. Torremolinos. Decreto Distrital 827 de 2000. 

Simultáneamente creció el número de predios y geométricamente el número de hectáreas que cambiaron el uso real del suelo; se construyeron colegios, clubes deportivos, casas de recreo o chalets para familias de estrato seis y más.  

También es oportuno señalar, que el entonces Ministerio del Medio  Ambiente, a través de las Resoluciones  475 y 621 de 2000, ordenó declarar la  zona como  Área de la Reserva  Forestal Regional del Norte, tal como lo expresa, la primera de las citadas resoluciones, en los artículos cuarto  al sexto:

ARTICULO CUARTO.- En concordancia con lo acordado en la Resolución 1869 de 1999, en relación con la Estructura Ecológica Principal, recibirán tratamiento de Areas Protegidas (AP), las siguientes:

1. La Ronda Hidráulica y la Zona de Manejo Ambiental del Río Bogotá y de los elementos del sistema hídrico (AP-1) conectantes con la Reserva Forestal Regional del Norte prevista en el numeral siguiente.

2. La Reserva Forestal Regional del Norte de que trata el ARTICULO QUINTO de la presente Resolución, correspondiente a la franja conectante  de la Reserva Forestal Protectora Bosque Oriental de Bogotá con el sistema valle aluvial del río Bogotá - Humedal La Conejera, con un ancho mínimo de 800 metros, en sus puntos mas estrechos (AP-2). 

3. Los Parques Ecológicos Distritales de Humedales, correspondientes a los que se deberán desarrollar alrededor de los humedales ubicados en las zonas de las que trata la presente Resolución (AP-3)

PARAGRAFO PRIMERO.- El régimen de usos y manejo para la Ronda Hidráulica y la Zona de Manejo Ambiental del Río Bogotá y los Parques Ecológicos Distritales de Humedales serán aquellos previstos para cada una de estas categorías en el Sistema de Areas Protegidas del Distrito  Capital, de acuerdo con lo concertado entre el Distrito Capital y la CAR, recogido en la parte correspondiente a Estructura Ecológica Principal de la Resolución No. 1869 de 1999 y lo decidido sobre el mismo particular por el Ministerio del Medio Ambiente en la Resolución No. 1153 de 1999.

PARAGRAFO SEGUNDO.- Los Planes de Manejo Ambiental de las áreas protegidas de que trata el presente artículo deberán ser adoptados, con la participación de la CAR y el Distrito, dentro del año siguiente a la adopción  del POT por parte del Concejo Distrital.

ARTICULO QUINTO.- La Zona 3 “Franja de conexión, restauración y protección” de que trata los considerándos de la presente Resolución, deberá ser declarada por la autoridad ambiental competente como Área de Reserva Forestal Regional del Norte, dada su importancia ecológica para la región. A pesar de lo anterior y teniendo en cuenta que dicha franja constituye además un elemento fundamental para la ciudad de Bogotá, la definición de sus usos, delimitación, así  como el plan de manejo para esta área, deberá ser concertado entre la CAR y la autoridad ambiental distrital. 

PARAGRAFO PRIMERO.- En todo caso, la concertación sobre el régimen de usos y el plan de manejo del Área de Reserva Forestal Regional del Norte, deberá garantizar,  su carácter conectante entre los ecosistemas de los Cerros Orientales y el Valle Aluvial del Río Bogotá,  así como su conformación como área cuyo objetivo principal es el mantenimiento y/o recuperación de la cobertura vegetal  protectora.

PARAGRAFO SEGUNDO.- En razón de su ubicación, el plan de manejo ambiental de esta área de reserva deberá prever los casos en que se requiera ejecutar proyectos significativos en las zonas aledañas, relacionados con la dinámica de ajustes en usos e intensidades de los usos del suelo, proyectos en materia de transporte masivo, infraestructura y expansión de servicios públicos o macroproyectos de infraestructura regional,  siempre y cuando los mismos no interfieran con la función específica protectora que debe mantener esta zona.

PARAGRAFO TERCERO.- Con base en lo establecido en el artículo 17 de la Resolución 1869 de 1999, el Área de Reserva Forestal Regional del Norte prevista en el presente artículo, hará parte del Sistema de Áreas Protegidas del Distrito Capital, para efectos de planificación e inversión, a excepción del régimen de usos, el cual se definirá de conformidad con lo aquí dispuesto.

PARAGRAFO CUARTO.- Deberá mantenerse el uso institucional de los desarrollos existentes actualmente en esta área, garantizándose la función ecológica de la propiedad de modo que se de prioridad a la preservación del suelo, la vegetación protectora, continuidad de los sistemas hídricos y corredores biológicos.

ARTICULO SEXTO.-  Deberá mantenerse el uso institucional de los desarrollos existentes actualmente en las zonas objeto de la presente resolución, en cualquiera de las categorías antes definidas, promoviendo la restauración forestal y garantizando la continuidad de los sistemas hídricos de las zonas, de forma que se cumpla el precepto constitucional de la función ecológica de la propiedad.
El Decreto 549 de 1994 cumplió la función de señalar con precisión los límites de la franja suburbana de la vía de acceso al Distrito Capital, Autopista del Norte o Paseo de Los Libertadores. Aunque en su encabezamiento señala que asigna normas específicas, en la práctica define una norma de carácter general. 

Es de tener en cuenta, que salvo aquellos terrenos que efectivamente llegaren a tener usos urbanos, por norma general del Acuerdo 6, esta zona seguiría siendo suburbana: “(…) Los servicios de acueducto y alcantarillado deben suministrarse mediante auto prestación, de conformidad con la normativa y con los permisos sobre concesión de aguas y vertimientos otorgados por la CAR, mientras la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de 

Bogotá no tenga disponibilidad inmediata de prestar dichos servicios.(…) Entre tanto, sólo se autorizan los usos agrícolas del suelo, propios de las áreas suburbanas (…)” (subrayado fuera de texto).

Según el Decreto Distrital No. 190 de 2004, en los artículos 108 y 109 se define la Ronda Hidráulica del Río Bogotá como la franja paralela del eje de rectificación definido por el caudal medio multianual del río, de hasta 30 m de ancho; además se define la Zona de Manejo y Preservación Ambiental (ZMPA) del Río Bogotá como el área contigua a la ronda hidráulica, que tiene como mínimo 270 m de ancho, para un total de 300 m.

Con respecto a los usos permitidos al interior de la ZMPA, el artículo 111 del Decreto en mención indica: “(…) 4. Usos prohibidos. Forestal productor, recreación activa, minero, industrial de todo tipo, residencial de todo tipo.  (…)” (subrayado fuera de texto). 
De conformidad con lo normado en el artículo 206 del Código Nacional de Recursos Naturales, se denomina área de reserva forestal la zona de propiedad pública o privada reservada para destinarla exclusivamente al establecimiento o mantenimiento y utilización racional de áreas forestales productoras, protectoras o productoras protectoras. 

En efecto, los únicos casos en que es posible permitir construcciones en las áreas de reserva forestal protectora están regulados en los artículos 208 y 210:

Artículo 208 dispone: “(…) La construcción de obras de infraestructura, como vías, embalses, represas o edificaciones y la realización deactividades económicas dentro de las áreas de reserva forestal, requerirán de licencia previa (…) La licencia solo se otorgará cuando se haya comprobado que la 
ejecución de las obras y el ejercicio de las actividades no atenta contra la conservación de los recursos naturales renovables del área (…).”

Artículo 210 señala: “(…) Si en un área de reserva forestal, por razones de utilidad pública o interés social, es necesario realizar actividades económicas que impliquen remoción de bosques o cambio en el uso de los suelos o cualquier otra actividad distinta del aprovechamiento racional de los bosques, la zona afectada deberá, debidamente delimitada, ser previamente sustraída de la reserva (…)”

El Articulo 14 del Decreto 1110 de 2000, a saber:

” (…) 1.Usos Principales: Agrícola y residencial campesino. 2. Usos Compatibles: Recreación pasiva, ecoturismo, agroforestal, forestal protector, forestal protector-productor, agroindustrial, comercial de vereda y dotacional de seguridad. 3. Usos Condicionados: recreación activa, pecuario, forestal productor, comercial de insumos agropecuarios, comercial agropecuario, comercial minorista, servicios de alimentación, expendios de licores, servicios hoteleros, servicios al automóvil, dotacional administrativo, dotación de culto, dotacional de educación, dotación de salud y asistencial.4.Usos Prohibidos: Son prohibidos los usos que no estén señalados como principales, compatibles o condicionados. (…)”

Adicionalmente el Articulo 14 del Decreto 1110, precisa que el uso residencial campesino deberá desarrollarse en predios que tenga como mínimo un área de tres (3) hectáreas; y podrán desarrollarse usos dotacionales educativos, deportivos y recreativos, para los cuales se expedirán los correspondientes planes de implantación (para dotaciones de escala metropolitana y urbana).

No debe olvidarse que el pasado 11 de diciembre de 2006, mediante fallo del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, dentro de la acción de nulidad ejercida por el Distrito Capital contra las Resoluciones 1153 de 1999, 327, 475 y 621 del 2000 proferidas por el Ministerio del Medio Ambiente, dejó en firme tales actos administrativos, confirmando la importancia ambiental que tiene esta parte de la ciudad.

También hay desconocimiento de lo normado en el Artículo 1°. de la [image: image2.png]


Ley 810 de 2003,  por medio de la cual se modifica la Ley 388 de 1997 en materia de sanciones urbanísticas y algunas actuaciones de los curadores urbanos y se dictan otras disposiciones; en donde indica que: 

Artículo 103 Infracciones urbanísticas. Quedará así:“(…) Se considera igualmente infracción urbanística, la localización de establecimientos comerciales, industriales, institucionales y de servicios en contravención a las normas de usos del suelo, lo mismo que el encerramiento, la intervención o la ocupación temporal o permanente del espacio público con cualquier tipo de amoblamiento, instalaciones o construcciones, sin la respectiva licencia(…)” (Subrayado fuera de texto).
También  dispone el Artículo 2°:  

“El artículo 104 de la Ley 388 de 1997 quedará así: Artículo 104. Sanciones urbanísticas. El artículo 66 de la Ley 9ª de 1989 quedará así: (…) 4. Multas sucesivas que oscilan entre ocho (8) y quince (15) salarios mínimos legales diarios vigentes por metro cuadrado de intervención sobre el suelo (…) para quienes parcelen, urbanicen o construyan en terrenos aptos para estas actuaciones en contravención a lo preceptuado en la licencia, o cuando esta haya caducado, y la suspensión de servicios públicos domiciliarios, de conformidad con lo señalado en la Ley 142 de 1994. (…) En la misma sanción incurrirán quienes usen o destinen un inmueble a un uso diferente al señalado en la licencia, o contraviniendo las normas urbanísticas sobre usos específicos del suelo (…)” (subrayado fuera de texto).

El Decreto 1052 de 1998, señala que corresponde a los alcaldes directamente o por conducto de sus agentes  ejercer la vigilancia y control durante la ejecución de las obras, con el fin de asegurar el cumplimiento de las licencias otorgadas y de las demás normas y especificaciones técnicas contenidas en el POT. 

Así  mismo si se tiene que el artículo 99 de la ley 388 de 1997 establece:
 “Licencias. Se introducen las siguientes modificaciones y adiciones a las normas contenidas en la Ley 9ª de 1989 y en el Decreto-ley 2150 de 1995 en materia de licencias urbanísticas: 
1.-
Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación y demolición de edificaciones, de urbanización y parcelación en terrenos urbanos, de expansión urbana y rurales, se requiere licencia expedida por los municipios, los distritos especiales, el Distrito Capital, el departamento especial de San Andrés y Providencia o los curadores urbanos, según sea del caso. Igualmente se requerirá licencia para el loteo o subdivisión de predios para urbanizaciones o parcelaciones en toda clase de suelo, así como para la ocupación del espacio público con cualquier clase de amoblamiento. 
2.-
Dichas licencias se otorgarán con sujeción al Plan de Ordenamiento Territorial, planes parciales y a las normas urbanísticas que los desarrollan y complementan y de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 99 de 1993 y en su reglamento, no se requerirá licencia o plan de manejo ambiental, cuando el plan haya sido expedido de conformidad con lo dispuesto en esta ley. 
3.- Las entidades competentes y los curadores urbanos, según sea del caso, tendrán un término de cuarenta y cinco (45) días hábiles para pronunciarse sobre las solicitudes de licencia, contados desde la fecha de la solicitud. Vencidos los plazos sin que las autoridades se hubieren pronunciado, las solicitudes de licencia se entenderán aprobadas en los términos solicitados, quedando obligados el curador y los funcionarios responsables a expedir oportunamente las constancias y certificaciones que se requieran para evidenciar la aprobación del proyecto presentado mediante la aplicación del silencio administrativo positivo. El plazo podrá prorrogarse hasta en la mitad del mismo, mediante resolución motivada, por una sola vez, cuando el tamaño o la complejidad del proyecto lo ameriten. 
4.-
La invocación del silencio administrativo positivo se someterá al procedimiento previsto en el Código Contencioso Administrativo. 
5. El urbanizador, el constructor, los arquitectos que firman los planos urbanísticos y arquitectónicos y los ingenieros que suscriban los planos técnicos y memorias son responsables de cualquier contravención y violación a las normas urbanísticas, sin perjuicio de la responsabilidad administrativa que se deriven para los funcionarios y curadores urbanos que expidan las licencias sin concordancia o en contravención o violación de las normas correspondientes. 
6. 
Al acto administrativo que otorga la respectiva licencia le son aplicables en su totalidad las disposiciones sobre revocatoria directa establecidas en el Código Contencioso Administrativo. 
7. El reglamento establecerá los documentos que deben acompañar las solicitudes de licencia y la vigencia de las licencias teniendo en cuenta el tipo de actuación y la clasificación del suelo donde se ubique el inmueble”. 
De otra parte el Decreto 1052 de 1998, con relación al tema, estableció la definición de las licencias y sus clases de la siguiente manera: 
“Definición de licencias:   La licencia es el acto por el cual se autoriza a solicitud del interesado la adecuación de terrenos o la realización de obra.” 
“Clases de licencias: Las licencias podrán ser de urbanismo o de construcción.” 
“Licencia de urbanismo y sus modalidades. Se entiende por licencia de urbanismo, la autorización para ejecutar en un predio la creación de espacios abiertos públicos o privados y las obras de infraestructura que permitan la construcción de un conjunto de edificaciones acordes con el plan de ordenamiento territorial del municipio o distrito. Son modalidades de la licencia 
de urbanismo las autorizaciones que se concedan para la parcelación de un predio en suelo rural o de expansión urbana, para el loteo o subdivisión de predios para urbanización o parcelación y el encerramiento temporal durante la ejecución de las obras autorizadas.” 
“Las licencias de urbanismo y sus modalidades están sujetas a prórroga y modificaciones.” 
“Licencia de construcción y sus modalidades. Se entiende por licencia de construcción la autorización para desarrollar un predio con construcciones, cualquiera que ellas sean, acordes con el plan de ordenamiento territorial y las normas urbanísticas del municipio o distrito. Son modalidades de la licencia de construcción las autorizaciones para ampliar, adecuar, modificar, cerrar y demoler construcciones.” 
“Las licencias de construcción y sus modalidades están sujetas a prórroga y modificaciones.” 
“Obligatoriedad. Para adelantar obras de construcción, ampliación, modificación y demolición de edificaciones, de urbanización y parcelación en terrenos urbanos de expansión urbana y rurales, se requiere la licencia correspondiente expedida por la persona o autoridad competente antes de la iniciación.” 
“Igualmente se requerirá licencia para el loteo o subdivisión de predios para urbanizaciones o parcelaciones en toda clase de suelo, así como para la ocupación del espacio público con cualquier clase de amoblamiento”. 

En cuanto a las obligaciones de los Notarios y de los Registradores de Instrumentos Públicos:
1.- Necesidad de presentar la Licencia Urbanística para la parcelación, segregación o división material de inmuebles: Corresponden a las denominadas licencias de urbanismo. 
Si bien es cierto no existe norma alguna que expresamente imponga a los Notarios y Registradores la obligación de exigir estas licencias, es de advertir que el Código Disciplinario Único impuso como deberes el cumplir y hacer cumplir las leyes; cumplir con diligencia el servicio que le sea encomendado; abstenerse de cualquier acto u omisión que cause o perturbe el servicio; y denunciar los delitos y contravenciones de las que tuviere conocimiento (art. 34 numerales 1º, 2º y 24, art. 62 numeral 3º y 4º). 

2.- En virtud del control de legalidad de los documentos que autorizan los Notarios de conformidad con los artículos 6º y 21º del decreto 960 de 1970 y  3º del decreto 2148 de 1983 y ante el contenido del artículo 318 inciso 1º del 
nuevo Código Penal, es obligación que el Notario exija la presentación de la licencia mencionada en todos los casos de segregación, división material, loteo y parcelación de suelos, sin importar el número de predios resultantes toda vez que la ley no dispuso restricciones al respecto. Ç

Es de advertir que el simple acto de segregar un predio de otro de mayor extensión que posteriormente va a ser parcelado o urbanizado, requiere también de licencia urbanística. La ley 388 de 1997 no estableció excepciones en casos como ventas parciales de terrenos, liquidaciones de comunidad, particiones materiales, sucesiones, etc.   De no ser presentada la licencia por los usuarios, el Notario debe abstenerse de autorizar la escritura para evitar incurrir en el delito señalado en el artículo 318 del Código Penal. 

3.- Teniendo en cuenta los deberes de los servidores públicos y el parágrafo del artículo 318 del Código Penal, ya mencionados los Registradores de Instrumentos Públicos se encuentran igualmente obligados a revisar el cumplimiento de este requisito legal e informar a las autoridades competentes (Delegada para el Notariado y Justicia Penal), siempre que en los documentos a registrar no se encuentre la citada licencia. 

Uno de los riesgos identificados por la Oficina de Obras y por la Unidad Ambiental de la Alcaldía de Suba son las falencias en el apoyo de la Policía Metropolitana, en el cuidado y conservación de las características  morfológicas, topográficas y de uso que definen el paisaje de la zona rural en el cese efectivo de las actividades que afectan gravemente los destinos rurales y ambientales como la construcción, porque se les oficia solicitando el apoyo pero la falta de control y seguimiento, facilita que prosigan y culminen las obras de construcción y nivelaciones topográficas en lotes que están dentro del sistema de áreas rurales de la estructura ecológica principal y del espacio público, cuyo cuidado y protección son de interés general
. 

2.4.1  
Irregularidades en la construcción de vivienda 
La anterior reglamentación contrasta con la realidad observada y luego ratificada al revisar los expedientes que cursan en la Oficina Asesora de Obras de la Alcaldía local de Suba, referente a construcciones ilegales en el área Rural, se encontró las siguiente irregularidades: 

Expediente 150 de 2006, infracción al régimen de obra. Contraventor, Ernesto Elías Hello, Localización de la obra, Vía Guaymaral Vía Casa de Josué, construcción de seis (6) viviendas. La señora Alicia de Brigarth denuncia la construcción de viviendas en este sitio;  el 28 de agosto de 2006, la administración local visita la obra, encontrando construcción en fase de cimentación y materiales de construcción en obra, el 7 de septiembre de 2006 mediante oficio colocan en conocimiento de la CAR la construcción de las seis vivienda;  el 22 de septiembre de 2006 los propietarios de la obra envían a planeación oficio y ponen en conocimiento la situación para que normalicen la situación, el 10 de octubre de 2006, envía a la Personería las actividades realizadas en esta queja y el 11 de octubre de 2006 se ordena sellamiento y suspensión de los trabajos.

Se inició la obra sin licencia de construcción, violando lo el artículo 318 del Código Penal y los respectivos permisos. Desde el 11 de octubre de 2006, la Administración no ha realizado ninguna gestión. Alicia de Brigarth.

Bajo el expediente No. 082 del 19 de enero de 2006, la Alcaldía Local inicio actuaciones contra  Fernando León Palacios,  por la violación al régimen de obra, construyendo sin licencia, violando presuntamente lo estipulado en 318 del Código Penal. El predio esta ubicado en la finca La Lomita, vereda la conejera lote 7C 3 viviendas.  

La alcaldía local  ordena sellar y  suspender obras el 27 de junio de 2006 y  el 4 de julio  del mismo año, se abre expediente, envían oficio a personería y notifican al propietario sobre el acto administrativo y a la oficina de instrumentos públicos. Nuevamente colocan sellamiento a la obra, el 14 de julio 2006, envían oficio a Planeación Distrital, Subdivisión de  Vivienda. El 10 noviembre de 2006, mediante Resolución No. AO 1484 de 2006, declaran infractor al señor Fernando Leon Palacios, e imponen multa de $61.200.000. 

Los contraventores interponen recurso de reposición y en subsidio apelación, el 7 febrero de 2007, mediante Resolución No. 0037 la administración confirma la decisión y notifican al personero local.  Planeación Distrital certifica que el suelo rural forma parte de la  reserva forestal regional del norte Decreto 1110 de 2000. 

Según comunicado de planeación distrital, obrante en el expediente ref. 1-2002-2560. señala que la UPZ 2 la Academia desarrollo La Lomita, se encuentra en el área de reserva señalado en el artículo 5 y en el plano anexo de la Resolución 0475 del 17 - 2000 del Ministerio del Medio Ambiente, como 

futura Zona de Reserva Forestal del Norte, la cual deberá ser declarada por la Corporación Autónoma Regional (CAR) "como zona de reserva forestal regional AP-2. Con base en lo anterior el terreno forma parte del sistema de área protegida, que el  Régimen de uso será el que defina la autoridad ambiental (Ministerio del Medio Ambiente) la CAR define destinación que se le pueda dar al predio localizado.

Expediente No. 186 de 2006 4 de diciembre de 2006, Quejoso de oficio contraventor
Colegio Montecarlo, objeto presunta infracción al régimen de obras, transgrediendo presuntamente el artículo 318 del Código Penal.

El predio está ubicado en el kilómetro 6 vía suba cota Chorrillos, solicitaron permiso de ocupación y abrieron el acto administrativo  por no tener licencia de construcción, ni haber realizado el reforzamiento estructural parcial aprobado por la Curaduría Urbana No. 5 el 30 de junio de 2005, Resolución 06-5-0828.

A esta situación se llega, como resultado de debilidad de las oficinas Asesora Jurídica, Asesora  de Obras y Unidad de Gestión Ambiental del Fondo Local de Suba y que dificultan el cumplimiento de las funciones asignadas a la Alcaldía,  para la protección y conservación de lo dispuesto en el Articulo 57 del Decreto 1600 de 2005, modificado por el Decreto 564 de 2006 del ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial
. 

Estas edificaciones conllevan que grandes inversiones que hacen los particulares, tengan que ser demolidas y en el peor de los casos, como sucede con algunos planteles educativos de la zona, que tengan que ser cerrados, ya con niños matriculados, por  cuanto la Alcaldía no actuó en su momento, informando de la necesidad de la respectiva licencia de construcción, antes de la iniciación de cualquier obra.

Los pobladores tienen la concepción de un imaginario urbano-rural, así se lee el paisaje y se puede llevar a cabo la apropiación de imágenes mentales, que constituyen un modo de vida igualmente urbano-rural. Las vías son los elementos de integración con el contexto y permiten el flujo constante de transición entre el medio urbano y el rural. Estas ocupaciones son precedidas por la finca de uso agropecuario, que es adquirida por un urbanizador o loteador que desengloba el predio y realiza la parcelación o fragmentación, desarrolla vías internas y aporta la disponibilidad y manejo inicial del recurso hídrico.

2.4.2  
Irregularidades en la construcción de colegios

De otro lado tambien se observa que en el área evaluada, es notoria la presencia de colegios y universidades privadas que ofrecen desde servicios de educación preescolar, primaria, secundaria y superior dirigidos en un mayor porcentaje a la población externa al área. Son emplazamientos que funcionan como circuitos cerrados, relativamente independientes a su entorno, y generan flujos masivos de población flotante, su categoría es de servicio de escala zonal o metropolitana. Se caracterizan por desarrollos en predios de mediana extensión, las edificaciones han sido construidas con materiales perdurables, cuentan con extensas áreas verdes y ofrecen paisaje campestre. 

La Secretaría de Educación de Bogotá, exige como requisito previo al otorgamiento de la licencia de funcionamiento, la presentación de la licencia de Construcción o del reconocimiento de la construcción, debidamente desarrollada en el predio, que autorice el uso de la edificación para institución educativa
.

La normatividad vigente del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial (Decreto 564 de 2006) para el reconocimiento de existencia de estas edificaciones no permite su legalización, pues ésta norma es clara en señalar que opera para las edificaciones finalizadas a junio de 2003.

Edificaciones que no tendrán ningún reconocimiento por estar ubicados en zona de ronda, y el [image: image3.png]


Decreto 440 de 2003 «Por el cual se reglamenta el procedimiento y requisitos para el reconocimiento de construcciones con uso dotacional educativo y se determinan los plazos y mecanismos para su adecuación a las normas vigentes». En su Capítulo II. Metodología para el reconocimiento de usos dotacionales educativos.

“(…) ARTÍCULO 9. PREDIOS EXCLUIDOS DE LA ADOPCIÓN DE NORMAS QUE PERMITAN EL RECONOCIMIENTO. El reconocimiento de construcciones no se aplicará a los predios ubicados en: a) Los componentes de la estructura ecológica principal, a saber: Sistema de áreas protegidas del Distrito Capital, parques urbanos y las rondas y zonas de manejo y preservación ambiental de los cuerpos hídricos. (…) e) Los dotacionales educativos que se encuentren total o parcialmente en áreas que sean necesarias para la localización y futura construcción de obras del sistema vial principal, de redes matrices de servicios públicos y en general de obras públicas o para la ejecución de programas y proyectos con inversión pública, o para protección ambiental (…)” (Subrayado fuera de texto).
La desatención a las competencias asignada se deja de garantizar el cumplimiento de las normas sobre el desarrollo rural, uso del suelo y de acuerdo con esas normas dictar los actos y ejecutar las operaciones necesarias a que haya lugar, para la protección , recuperación y conservación de los recursos naturales y el ambiente, entre otros, con sujeción a la ley, y como conocedora de los procesos relacionados con violación de las normas sobre construcción de obras y urbanismo imponer las sanciones correspondientes.

Un elemento pendiente de aclarar, es el régimen de uso del área de amortiguamiento que rodea el área protegida, el cual será la garantía a la conservación y protección del ecosistema. Lo dicho en razón, a que existen construcciones conjuntos habitacionales en zona rural,  que no respetan  los límites a la densificación permitida en este tipo de suelo.    

Con las conductas descritas se causa detrimento al Tesoro Distrital por el daño ambiental causado en el Área Rural y de Reserva Forestal Protectora de Suba, dados los servicios ambientales dejados de prestar durante el tiempo en que ha tenido lugar la degradación de la misma.

Colegio Colombo Gales: Se encuentran en el Área de Influencia del Humedal de Torca-Guaymaral
 además según comunicación No. 2-2004-15135 del 13 de julio del 2004 de la Secretaria Distrital de Planeación informa a la Sra. Martha Florez V. Directora general Administrativa del Colegio: “(…) no les es aplicable el Decreto 0440 de 2003, en razón de su localización en la futura Zona de Reserva Forestal Regional del Norte (…)”. 

Sin embargo según la Resolución No. 12995 del Ministerio de Educación en donde resuelve aprobar a partir del año lectivo 1984-1985 su funcionamiento y mediante radicación No. S-2006-188026/ 200606800 del 27 de diciembre de 2006, la Secretaria de Educación nos informa: “… 2. En el mismo cuadro anterior se registran tanto las Resoluciones como el estado de legalización de las mismas …”; En dicho cuadro figura el establecimiento como “LEGALIZADO”  mediante Resolución No. 2547.

Así mismo, esta edificación se encuentra en zona de influencia de las pistas del Aeropuerto Guaymaral, en donde no esta permitido este tipo de uso según las normas particulares de la Aeronáutica Civil de Colombia. A partir de la revisión realizada la Alcaldía Local de Suba inició la Actuación Administrativa No. 035 de 2007 por infracción al Régimen de obras y urbanismo.

Colegio Nueva York: Se encuentran en el Área de Influencia del Humedal de Torca-Guaymaral (CL 227 No. 49-64) además según comunicación No. 2-2004-15135 del 13 de julio del 2004 de la Secretaria Distrital de Planeación informa a la Sra. Martha Florez V. Directora general Administrativa del Colegio: “(…) no les es aplicable el Decreto 0440 de 2003, en razón de su localización en la futura Zona de Reserva Forestal Regional del Norte (…)”. Pero mediante radicación No. S-2006-188026/ 200606800 del 27 de diciembre de 2006, la Secretaria de Educación nos informa: “(…) 2. En el mismo cuadro anterior se registran tanto las Resoluciones como el estado de legalización de las mismas (…)”; En dicho cuadro figura el presenta establecimiento como “LEGALIZADO”  mediante las resoluciones No. 189, 342, 405 y además se le otorgo Licencia de Cerramiento No. RESCU2-2002-044 con radicación 2001-2-1120 por parte de los Curadores  Urbanos según comunicación No. CT-R-018-07 del 10 de abril del 2007 de la Corporación de Curadores Urbanos de Bogotá DC.

Colegio Hispano Inglés: Se encuentra establecido desde 1963. Hay varias construcciones dentro del Humedal y en la zona de ronda. Se han efectuado rellenos en el sector del Humedal. En la radicación No. S-2006-188026/ 200606800 del 27 de diciembre de 2006, de la Secretaria de Educación no figura este colegio con algún tipo de trámite. 

Fundación Nuevo Gimnasio La Cúspide: Ubicado en la vereda Chorrillos (Km 7 Vía Suba-Cota), No cuenta con Licencia de Funcionamiento
 y el trámite de obtención de Licencia de Construcción fue radicada en la Curaduría No. 4 el mes de septiembre de 2005 según radicación No. S-2006-188026/ 200606800 del 27 de diciembre de 2006, la Secretaria de Educación 

Colegio Mi Taller Creativo – Liceo Montecarmelo: Vía Suba-Cota Km 6.  A la fecha está funcionando con educación preescolar, básica y media sin licencia de funcionamiento. La Curaduria No. 5 según Resolución No. 06-5-0828 con radicación 2006-5-0420 se aprueba la Licencia de Reforzamiento Estructural de la construcción
.

Colegio Bilingüe San Juan de Avila: ubicado en la Av. Calle 139 No. 60B-90. A la fecha según Resolución 5565 del 13 de diciembre de 2004 se concedió Licencia de Funcionamiento para el nivel preescolar y en visita realizada a la institución se constató que esta funcionando además, en el nivel de básica sin licencia. Y según oficio No. E-2007-044606 informa que ha radicado solicitud de Licencia de Construcción en la Curaduria No. 5
.

Gimnasio George Berkeley: ubicado en Km 7 Vía Suba-Cota Vereda Chorrillos,  Finca Veraguas. Según el Oficio radicación No. 203-S-04-7192/ 200720543 del 12 de abril de 2007 de la Secretaria de Educación nos informa que “(…) la Supervisión de Educación de la Loc. de Suba del 17 de Noviembre de 2006  (…) se abstiene de autorizar su funcionamiento en la sede  ubicada en la dirección (…)”.  Y según radicación No. 07-05-0261 informa que ha solicitado Licencia de Construcción en la Curaduria No. 5

Liceo Londres: Ubicado en la Carrera 52 No. 222-84.  A la fecha con Radicación SED E-2007-049369 del 13 de marzo del 2007, el rector da respuesta al requerimiento de la dirección de cobertura de la SED, informándole que no existen actos administrativos que autoricen al Liceo para funcionar en esta planta física (Oficio radicación No. 203-S-04-7192/ 200720543 del 12 de abril de 2007) además, No cuenta con Licencia de Construcción.

Colegio Princeton: Ubicado en la Vía Suba-Cota Carretera de Guaymaral,  Se remite oficio por la supervisora de la Localidad de Suba el 2 de  octubre de 2006 a la rectora en donde se le informa: “ (…) Se vencido el plazo otorgado para aportar la Licencia de Construcción, motivo por el cual no es procedente autorizar el funcionamiento del colegio en la sede actual (…)”  (Oficio radicación No. 203-S-04-7192/ 200720543 del 12 de abril de 2007) además, No cuenta con Licencia de Construcción.

Las Oficinas referenciadas escriben al comandante de la Décima Primera Estación de la Policía Suba, solicitando el fortalecimiento en la inspección y control para el cumplimiento de la ley  pero las obras son finalizadas y  no hay la aplicación de las medidas de fuerza necesarias para hacer cumplir las ordenes de inspección de predios y control de obras, en ejercicio de las funciones la Alcaldía de Suba de: 

“ (…) vigilar y controlar la construcción, dictar actos y ejecutar  operaciones para la protección, recuperación y conservación del espacio público, (…) los recursos naturales y el medio ambiente (…)”
, 

El equipo auditor verificó que la entidad no ha iniciado los requerimientos pertinentes para mejorar el apoyo de la Policía Metropolitana a la cual  a través del proyecto No. 265 “Apoyo al fortalecimiento de la policía local” durante la vigencia del 2005 le destinó recursos por valor de $791.3 millones, adquisición de motocicletas, bicicletas, camionetas y construcción y dotación del comando.

A pesar de esta falencia reiterada en el apoyo no se observa el inicio de procesos de coordinación por parte de la Alcaldía de Suba que optimicen el apoyo de la  Policía Metropolitana de Bogotá en la defensa del ordenamiento territorial de la localidad, contraviniendo lo normado en el Art. 65 y 101 de la Ley 99 de 2003. Del cuerpo especializado de Policía Ambiental y de los Recursos Naturales de la Policía Nacional.

2.4. 3  
Observaciones y hechos irregulares a los desarrollos constructivos

Con base en lo dicho en los acápites anteriores, que evalúan los desarrollos constructivos en el área rural de la Localidad de Suba y una vez analizada la respuesta al informe preliminar presentada con el oficio de radicación Nº 2007EE11420 de 07-05-2007, este organismo de Control Fiscal conceptúa que las observaciones hechas no fueron desvirtuadas, por lo que se confirman  en lo que a su competencia atañe, para que sean objeto  del Plan de Mejoramiento. También se ratifica el carácter penal del los hallazgos contenidos en los puntos  3 y 4. 
1. La  Alcaldesa  Local de Suba, incurrió  en la inobservancia de los términos en el trámite de las querellas que sobre construcciones ilegales tienen trámite en la alcaldía Local,  situación que debe ser objeto del Plan de Mejoramiento que presente la entidad.  
2. La competencia asignada por el Estatuto Orgánico de Bogotá y la Ley 810 de 2003 a las Alcaldías locales, es débilmente aplicada en la protección de la Zona Rural y de Reserva Forestal de la localidad de Suba, entre otros factores por la insuficiencia de recursos financieros, administrativos y logísticos de la Oficina de Obras, que desde los años 2005 a febrero
 del 2007, sólo contaba con un Asesor de Obras y un profesional asistente. 

3. Colegio Colombo Gales no cuenta con ningún tipo de Licencia de Urbanismo o de Construcción expedida por algún Curador Urbano, tampoco cuenta con Licencia de Funcionamiento por parte de la Secretaría de Educación.  Empero, en visita realizada el día 26 de Abril del año 2007, se comprobó que este colegio tiene seis (6) edificaciones  que totalizan aproximadamente 7.000 m2, en obra iniciada en Julio / 2006.  
4. Por violación al artículo 318 del actual Código Punitivo y estarse desarrollando dentro de la Zona de Reserva Forestal Regional del Norte, área reservada para el mantenimiento de los ecosistemas que soportan la vida humana y desarrollar actividades relacionadas con la investigación básica y/o aplicada, educación ambiental, recreación pasiva, capacitación técnica y profesional en disciplinas relacionadas con 

el medio ambiente, se dará traslado a la Fiscalía General de la Nación, los presuntos infractores que se relacionan en el siguiente tabla: 

Tabla Nº 3

UBICACIÓN DE LAS CONSTRUCCIONES ILEGALES  E INDIVIDUALIZACIÓN Y DIRECCION  DE LOS  PRESUNTOS INFRACTORES 

EN EL AREA  RURAL DE SUBA.

	EXPED. No.
	DESARROLLO   URBANISTICO. NOMBRE
	DIRECCION DESARRO-LLO
	PRESUNTO RESPONSA-BLE
	CEDULA CIUDADANIA
	DOMICILIO Y/O RESIDEN-CIA
	TELEFONO

	080 de  Julio 04 de 2006 
	Conjunto La  Lomita
	Finca La Lomita. Vereda  La Conejera.
	Juanita Soehlk Herrera
	.
	Conjunto La Lomita. Cerro  La Conejera. CASA No. 3
	

	081 de Julio 04 de 2006 
	Conjunto La  Lomita
	Finca La Lomita. Vereda  La Conejera.
	María Lucrecia Fernanda Camargo Reyes
	51.633.724 de Bogotá
	
	

	082 de Enero 19 de 2006
	Conjunto La Lomita
	Finca la Lomita, vereda la Conejera Lote: 7C
	Fernando León Palacios
	19.262.589 de Bogotá
	Conjunto La Lomita.Cerro La Conejera. CASA No. 1
	

	149 de Octubre 11 de 2006
	Vía Guaymaral, Camino Casa de Josué
	Vía Guaymaral, Camino Casa de Josué
	Alfredo Yamure Safi
	79.449.979 de Bogotá.
	Transv. 68 No. 141-04 CASA No. 1.Conjunto  Torre Ladera.
	6 470279

	150 de Octubre 11 de 2006 
	Vía Guaymaral, Vía Casa de Josué
	Vía Guaymaral, Vía Casa de Josué
	Ernesto Elías Hello
	79.143.473 de Usaquen.
	Guaymaral. Via  Yura.
	6 762529

	183 de Diciembre 04 de 2006
	Kilómetro 6, vía Suba-Cota. Vereda Chorrillos
	Colegio Montecarmelo
	Mirian Giacometto Rocha
	22.423.626 de Barranquilla
	Diagonal 128C No. 22-12 Apto. 402
	2587890

	047 del 29 Marzo de 2006
	Vía Suba-Cota Variante Guaymaral 500 mtrs. Barrio Guaymaral 
	Colegio Princeton
	María Susana Del Socorro García De Cabrera 
	41.372.927 de Bogotá
	Calle 126 No.12-10 Apto. 1002

Barrio Santa Barbara
	5206200


ANEXO 


CUADRO DE HALLAZGOS DETECTADOS Y COMUNICADOS.

	TIPO DE HALLAZGO
	CANTIDAD
	VALOR
	REFERENCIACION


	ADMINISTRATIVOS 


	9
	
	

	FISCALES
	
	
	

	DISCIPLINARIOS


	1
	NA
	2.3.5

	PENALES


	8
	NA
	2.4.3


NA: No aplica.

Los hallazgos administrativos representan el total de hallazgos de la auditoria; es decir, incluye fiscales, disciplinarios, penales y los netamente administrativos.

FORMATO CODIGO: 4012009

ANEXOS

Anexo nivelaciones topográficas: Relación de expedientes CAR consultados 

A partir de la consulta de la relación de expedientes que hacen trámite en la CAR, se conocieron procesos que documentan algunas de las intervenciones asociadas a los rellenos, las cuales son de carácter permisivo y/o sancionatorio. 

A continuación se presentan las fichas resumen de los expedientes consultados:

	No. EXPEDIENTE : 8001-762-29126
	FECHA APERTURA : 27-02-2007

	TIPO DE EXPEDIENTE : Sancionatorio  - Afectación recurso suelo

	PREDIO : El Rinconcito (vereda Chorrillos)
	PROPIETARIO : Dayro Ospina Marín



	CONTENIDO
	OBSERVACIONES

	- Acta reunión comunidad vereda Chorrillos, CAR, Alcaldía Local 31-01-07: Se concluye que en próxima reunión la CAR presentará informe sobre estado de rellenos, cond. técnicas,  jurídicas y adm. de permisos, compensación y control y seguimiento

- Informe técnico sobre relleno del predio: Adecuación del terreno con fines agrícolas y ganaderos, disposición de escombros en un área de 0,5 ha (1 m de altura), área en suelo de protección (Área de Manejo especial del Valle Aluvial del Río Bogotá).

- Res. 009 del 27-02-07: Se inicia trámite sancionatorio, se formulan cargos y se impone una medida de prevención. Suspensión inmediata de actividades.

-Notificación al infractor

-Oficio de envío de la resolución a la alcaldía.


	La CAR inicia actuaciones en este sitio por solicitud de la alcaldía local (oficio A.O. 0166/2007 del 29-01-07) y por quejas de la comunidad de Chorrilos.

Actualmente se encuentra suspendida la disposición de escombros


	No. EXPEDIENTE : 8001-762-28017
	FECHA APERTURA : 14-07-2006

	TIPO DE EXPEDIENTE : Sancionatorio  - Afectación recurso suelo

	PREDIO : La Rivera (vereda Chorrillos)
	PROPIETARIO : Abelardo Coy



	CONTENIDO
	OBSERVACIONES

	- DP de usuario quejándose por rellenos y tránsito de volquetas vía Suba-Cota

- Oficio de remisión de la alcaldía del DP

- Informe técnico SGAC 241 del 26-08-05: Disposición de escombros en tres sitios: Finca la Rivera, Finca El Rinconcito, Hacienda El Candil

- Informe técnico SGAC 175 sin fecha: visita con el DAMA al predio La Rivera

- Informe SGAC 240 del 26-08-05: Visita atención a queja del presidente JAC Chorrillos, disposición de escombros km 7 de la vía Suba-Cota en la ZAMPA del río Bogotá, 100 m a lo largo de la zona de ronda, volumen 240 m3. 

- Oficio queja presidente JAC Chorrillos

- Oficio de la CAR a la alcaldía local solicitando retiro del material depositado y alinderación y señalización del tramo para evitar reincidencia

- Oficio de respuesta a presidente JAC Chorrillos

- Resolución 119 del 10-07-06: Se abre expediente y se impone medida preventiva,  suspensión del relleno predio la Rivera, se remite copia a Planeación Distrital y a alcaldía local para conocimiento y fines pertinentes.

- Oficio de notificación al dueño del predio

- Oficio 2006-0000-13859-2 del 19-07-06 a la alcaldía local  enviando copia de resolución para lo pertinente

-Edicto de la resolución 
	El relleno se inicia desde enero de 2005. La CAR hace visita por queja de JAC de Chorrillos y se genera informe en agosto de 2005, sin embargo sólo hasta julio de 2006 se impone la suspensión de actividades.

Actualmente se encuentra suspendida la disposición de materiales. Hasta ahí llegó el trámite 




	No. EXPEDIENTE : 1101-761-25361 (Relacionado con el Exp 8001-762-28017)
	FECHA APERTURA : 

	TIPO DE EXPEDIENTE : Permisivo - Nivelación topográfica

	PREDIO : El Rinconcito (vereda Chorrillos)
	PROPIETARIO : Abelardo Coy



	CONTENIDO
	OBSERVACIONES

	- Solicitud de nivelación (obra hidráulica?), incluye documento memoria técnica (03-01-05).

- Informe técnico SGAC 108 del 19-04-05: área a intervenir paralela al río en 187.5 m, ronda de 30 m a partir de la cual se haría el relleno, perpendicular al río en long. variables de 190 y 244 m, en un área de 45000 m2. El relleno se inicio antes de la solicitud. Concluye: otorgar términos de referencia, liquidar servicios por evaluación ambiental, solicitud de certificado de uso del suelo, iniciar trámite sancionatorio por disposición de escombros sin permiso 

- Términos para la ampliación de la vía Suba .Cota (elaboración EIA)

- Oficio del peticionario informando de la actividad 21-01-05-.

- Auto SGYAL 086 del 16-06-05: Se inicia trámite administrativo de solicitud de construcción obras hidráulicas ¿??? Y se efectúa el cobro por concepto del servicio de evaluación amb., se abre expediente y se cobra servicio de evaluación.

- Oficio al usuario informando del Auto y citación para notificación.


	Se inició relleno en enero de 2005 sin permiso de la CAR. 

En el  informe de visita (abril/05) se recomienda otorgar términos de referencia, cobrar el servicio de evaluación y sancionar por no contar con el permiso respectivo. 

Mediante el Auto se inicia el trámite permisivo y se da un plazo de 10 días para pagar el servicio de evaluación (se suspende e trámite si no se cumple con este requerimiento).

Actualmente está suspendida la disposición de materiales y no reposa en el expediente copia de consignaciones que indique que el trámite continúa.


	No. EXPEDIENTE : 1101-761-22314
	FECHA APERTURA : 06-11-2003

	TIPO DE EXPEDIENTE : Sancionatorio – Disposición de escombros

	PREDIO : La Cabaña (vereda Guaymaral)
	PROPIETARIO : José Helí Álvarez Henao



	CONTENIDO
	OBSERVACIONES

	- Informe SGAC 280 de mayo/03: Material dispuesto sin control en la ronda del río, ordenar suspensión preventiva inmediata de actividades 12,5 ha, establecimiento de la ronda de protección del río de 30 m que deberá protegerse y abstenerse de rellenar, los materiales dispuestos deberán ser esparcidos.

- Informe SGAC 281 del 26-05-03

- Resolución 1302 del 06-11-03: Inicia trámite sancionatorio contra Justiniano Cantor y José Helí Álvarez Henao, ordena restablecimiento de la ronda, presentar estudio técnico (plazo 30 días)

- Informe técnico SGAC 645 del 14-10-03: Evalúa la información técnica presentada por los interesados.

- Auto 000217 del 09-12-03: Acepta parte del documento y requiere ajustar otros aspectos.

- Informe técnico SGAC 308 del 20-09-04: Continuar sancionatorio por no cumplimiento.

- Informe técnico SGAC 011 del 28-01-05: Seguimiento. Se está rellenando, área aproximada de 8.5 ha (4 m de altura).

- Respuesta a DP JAC Guaymaral.

- Informe técnico SGAC 384 del 25-11-05: 
	El relleno se inició en marzo/03

En mayo/03 la CAR realiza visita por queja de la alcaldía local y el DAMA relacionada con rellenos ilegales y por solicitud del propietario del predio para nivelar el terreno (marzo/03).

En la resolución 1302/03 se ordena restablecer la ronda y suspender actividades. El restablecimiento de la ronda queda condicionado a la presentación de estudio de soporte técnico en un plazo de 30 días.

Una vez el propietario presenta el documento técnico (jun/03), la CAR mediante el Auto 217/03 parte del documento y ordena ajustar y complementarlo en lo relacionado al retiro de material de la ronda, al manejo de aguas, cronograma… Se establece plazo de 30 días y continuación de la suspensión.

Posteriormente se han realizado visitas e informes de seguimiento (sep/04 y ene/05) donde se informa que se continúa con el relleno y se recomienda sancionar, sin embargo hasta ahora la CAR no se ha pronunciado al respecto mediante acto administrativo para continuar con el trámite sancionatorio.

El material de relleno continúa sin nivelar y compactar y sin ser retirados los dispuestos en zona de ronda.


	No. EXPEDIENTE : 8001-762-28947
	FECHA APERTURA : 

	TIPO DE EXPEDIENTE : Sancionatorio  - Afectación recurso suelo

	PREDIO : Vereda Chorrillos
	PROPIETARIO : Juan Carreño Ospina

	CONTENIDO
	OBSERVACIONES

	- Informe técnico OBDC 536 del 25-10-06: Atención oficio de la alcaldía sobre relleno en zona de ronda.

- Resolución 002 del 11-01-07: Resuelve abrir expediente; imponer medida preventiva consistente en suspender inmediatamente la disposición de escombros, quema a cielo abierto y tala de vegetación; declara iniciado trámite sancionatorio; formula cargos contra Juan Carreño; le hace requerimiento para que en 60 días realice repoblación vegetal de 200 árboles como compensación, nivelar y reconformar el área e implementar circuito de aguas lluvias externo para facilitar drenaje de agua de escorrentía, retirar materiales dispuestos sobre la ronda.

No aparece ningún documento informando a la alcaldía.
	Por queja de la alcaldía local en sep/06 la CAR realiza visita y emite concepto técnico (oct/06). No se ha cumplido con lo  dispuesto en la resolución en lo relacionado con el retiro del material dispuesto sobre la ronda, la siembra de árboles, el manejo del agua de escorrentía.


	No. EXPEDIENTE : 8001-762-28701
	FECHA APERTURA : 08-11-2006

	TIPO DE EXPEDIENTE : Sancionatorio  - Afectación recurso suelo

	PREDIO : Aguascalientes
	PROPIETARIO : Jaime Sánchez

	CONTENIDO
	OBSERVACIONES

	- Informe técnico OBDC 341 del 25-07-06: Atención al oficio de la JAC barrio Orquídeas sobre rellenos en la Q. La Salitrosa. Área afectada 1 ha.

- Oficio de la JAC Orquídeas.

- Resolución 145 del 10-08-06: Se abre expediente, se impone medida preventiva de suspensión inmediata de actividades de disposición de escombros, se hace requerimiento al Sr, Sánchez para que realice en 3 meses: reconformar taludes (retiro y adecuación de materiales),  reconformar patio de maniobras (remoción y retiro de material de construcción, escombros y basuras para adecuar zona con fines de revegetalizar), revegetalizar taludes con enredadera, en patio con pasto kikuyo, siembra de 300 árboles y arbustos.

- Oficio informando de la resolución a Jaime Sánchez.

- Oficio informando de la resolución a la alcaldesa de Suba.
	No se ha hecho seguimiento.
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� Dentro de todos ellos descollan: el área de manejo especial del río Bogotá, el  bosque Las Mercedes, el cerro de La Conejera y la Reserva Forestal Regional del Norte.   


� Acuerdo Distrital 1 de 1986: por el cual se ordena la legalización de unos desarrollos urbanísticos y se dictan normas y procedimientos para el desarrollo progresivo en el Distrito Especial de Bogotá.  Artículo 2.  (…)  Alcaldía de Suba   (…) desarrollos residenciales, industriales, institucionales, recreacionales y demás ubicados en las veredas de Conejera, Casablanca y Guaymaral.” De otra parte, con el Decreto 549 de septiembre 7 1994,  se asignan normas específicas a los predios del área suburbana de vía de acceso al Distrito Capital, Autopista del Norte o Paseo de los Libertadores y se dictan otras disposiciones.


� Decreto  Distrital 834 de 23 de diciembre 1993. Parcelación San Simón. Decreto  828 Septiembre 28 de 2000. Por el cual se asigna el Tratamiento Especial de Incorporación al predio denominado Los Arrayanes.


� El nivel freático en el área rural es estimado en 1.80 mts., según el estudio técnico elaborado para el Plan de Manejo del Cerro la Canejera. Consorcio Vela-Inpro 2004. 


� Tal es el caso de  la empresa Flores del río. 


� DAPD.  Formulación del Plan Zonal Rural del borde norte del Distrito Capital. 2004. 


� Resoluciones 475 y 621 de 2000


� Ley 388. Artículo  24.  Instancias de concertación y consulta (…) 


1. El proyecto de Plan se someterá a consideración de la Corporación Autónoma Regional o autoridad ambiental correspondiente, para su aprobación en lo concerniente a los asuntos exclusivamente ambientales, dentro del ámbito de su competencia de acuerdo con lo dispuesto por la Ley 99 de 1993 y en especial por su artículo 66


� Concejo de Bogotá. Acuerdo  19 de 1996.  . Artículo 8º.- Funciones de las Entidades del SIAC. Las entidades incorporadas por este acuerdo al Sistema Ambiental del Distrito Capital, desarrollarán las siguientes funciones en materia ambiental:


(…)


LA CORPORACIÓN AUTÓNOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA - CAR


(…)


“El DAMA y la CAR coordinarán el manejo ambiental de las áreas situadas en los límites de sus jurisdicciones. Sus políticas, acciones y programas en estas áreas deben ser armónicas. Dentro del año (1) siguiente a la vigencia de este Acuerdo, el DAMA y la CAR determinarán las bases técnicas y administrativas y establecerán las reglas, procedimientos y convenios necesarios para la adecuada administración ambiental de los ecosistemas comunes y procederán a crear y poner en funcionamiento la comisión conjunta de que trata el parágrafo 3 del artículo 33 de la Ley 99 de 1993.” 


(…)





� Ley 99 de 1993. Artículo 31. Numera 31. Sin perjuicio de las atribuciones de los municipios y distritos en relación con la zonificación y el uso del suelo, de conformidad con lo establecido en el artículo 313 numeral séptimo de la Constitución Nacional, las Corporaciones Autónomas Regionales establecerán las normas generales y las densidades máximas a las que se sujetarán los propietarios de vivienda en áreas suburbanas y en cerros y montañas, de manera que se protejan el medio ambiente y los recursos naturales. No menos del 70% del área a desarrollar en dichos proyectos se destinará a la conservación de la vegetación nativa existente. 





� Decreto Distrital 619 de 2000. Art.  515. Numeral 9.


� Sobre el  tema puede    Resolución MMA Nº 0583 de VII-1991; Resolución CAR 1860 de XI–1999; Resolución MMA Nº 1153 de XII-1999; Resolución  MME Nº 475 de V-2000; Resolución 621 de VI-2000; Decreto Distrital 1110 de XII-2000,  finalmente el fallo del Consejo de Estado Expediente 11001-03-24-000-2000-6656-01.      


� Decreto Distrital 190 de 2004. Ver nota de pie de página Nº 9.





� El Acuerdo distrital Nº 27 de 30 de noviembre de 1995  declaró  expresamente al cerro de la Conejera como “reserva natural, ambiental, paisajística y forestal, con sus cuerpos de agua, su avifauna, sus bosques y flora nativos


� En  respuesta a comunicación escrita  proyectada por la Contraloría de Bogotá, la CAR consigna “ …En el caso concreto, los cerros de Suba fueron declarados como reserva forestal del orden regional mediante el Acuerdo 31 de 1997, de manera talque las actividades que se refieren a dic ha área deben ser conocidas y autorizadas, si es del caso, por la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca CAR.”  


� El 17 de septiembre de 1999 el Alcalde Mayor de Bogotá,  remitió a la CAR el Proyecto de Plan de Ordenamiento Territorial (POT) para que se pronunciase sobre el componente ambiental del mismo.  El  2 de noviembre de 1999  el Distrito y  al CAR suscribieron  en el que fijaban los  temas concertados  y no concertados. En esa misma fecha la CAR, a través de la Resolución 1869  declaró terminado el proceso de concertación con la Distrito y remitió copia del proyecto al entonces Ministerio de Medio  Ambiente, para que se pronunciase sobre lo temas no concertados.    


� Acuerdo 1 de 1986; Acuerdo 6 de 1990.  art. 170


� Resolución 621 de 2000 Ministerio del Medio Ambiente. 


� Acuerdo Distrital Nº 31 de 1996. Articulo 1°. Adopción del Plan. Adoptar el plan de ordenamiento físico citado en el encabezamiento de este acuerdo, el cual se expide teniendo en cuenta lo dispuesto en el ARTICULO 61 de la Ley 99 de 1993 y demás normas ambientales.


(…)


Articulo 5°. Objetivo del Plan. Estimular un desarrollo urbanístico de alta calidad para el área comprendida en el presente plan de ordenamiento, esto es, dotado de espacio público, equipamiento urbano y con la preservación de sus condiciones ambientales y paisajísticas, con base en un diseño urbano y mediante la actuación coordinada de la Administración Distrital o participación privada y de las comunidades organizadas.


Artículo  6°. Objetivos Específicos.


Recuperar, preservar. proteger y adecuar los elementos de los sistemas orográfico e hídrico, integrándolos a los sistemas de zonas verdes y recreativas y en especial creando en el borde oriental una barrera ambiental (Parque Corredor Ecológico), como espacio público continuo, conformada por las áreas suburbanas de reserva ambiental y las áreas rurales. 


Detener el proceso de deterioro ambiental generado por la industria extractiva y los desarrollos subnormales, conjuntamente con las autoridades locales. 


Ejecutar los procesos de incorporación para diferentes usos urbanos en las áreas desarrollables y las ya desarrolladas, facilitando la coordinación de obras de infraestructura con las empresas de servicios públicos sin perjuicio de las comunidades allí asentadas 


4. 	Reservar terrenos para servicios metropolitanos de abastecimiento y transporte en las áreas suburbanas objeto de este Acuerdo.


� Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Expediente 11001-03-24-000-2000-6656-01 


� Expresamente señala el Decreto Distrital  484 de 1988 “Artículo 1º.- El presente Decreto reglamenta las áreas de Reserva Forestal Protectora Productora de los Cerros Norte y Sur de Suba ubicados por encima de la cota 2.650 M.S.N.M. y 2.600 M.S.N.M. del Cerro de la Conejera; igualmente las zonas de densidad restringida con tratamiento de desarrollo comprendidas entre las cotas 2.600 a 2650 M.S.N.M.: en el área urbana de dichos cerros y la franja comprendida entre la cota 2.600 M.S.N.M. y la Avenida Boyacá por el Oriente, la Avenida Ciudad de Cali por el Occidente, el perímetro de servicios por el Norte y la Avenida del Rincón por el Sur.” 





� Ver Resolución  0475 de 2000  y 621 de 2000, del hoy Ministerio de Ambiente Vivienda y Desarrollo Territorial.


� Documento técnico elaborado colectivamente en 2006,  por las hoy Secretarias  distritales de Ambiente y de Planeación,  junto a otra 23 entidades del distrito.    


� Catastro Distrital. Documento técnico (Manual) usos de la construcción y destinos económicos de los predios. 


� Esta irregularidad se encontró en la empresa Flores del Río.   


� Fuente CAR. Respuesta a solicitud de información área rural de Suba. Cuadro Nº 1 Pozos de agua subterránea perforados en el área de Bogotá. 


� Decreto 1594 de 1984. Artículo 11: Denomínase vertimiento no puntual aquel en el cual no se puede precisar el punto exacto de descarga al recurso, tal es el caso de vertimientos provenientes de escorrentía, aplicación de agroquímicos u otros similares.


Artículo 120: Los siguientes usuarios, entre otros, también deberán obtener los permisos de vertimiento y autorizaciones sanitarias correspondientes: (…). b. Los responsables de vertimientos líquidos no puntuales;





� Parcelación San Simón, Urbanización Camino de Arrayanes; Conjunto Habitacional Taguay, Conjunto la Lomita.  


� RAS 2000- E.3.4.3.5.3: El medio filtrante debe tener una granulometría uniforme; la profundidad (h) útil es 1.80 m para cualquier volumen de dimensionamiento.  Los tanques sépticos deben conservar las siguientes distancias mínimas: 1.50 m distantes de construcciones; 3.0 m distantes de árboles y cualquier punto de redes públicas de abastecimiento de agua y 15.0 m distantes de pozos subterráneos y cuerpos de agua de cualquier naturaleza








� Otra causa de creciente y posible inundación, es la construcción propia de obras que tienen por finalidad combatir esos efectos en una cierta área. Así, se puede decir que un conducto de aguas lluvias, o el mejoramiento de un tramo de canal para evitar su desbordamiento, solamente servirá para trasladar aguas abajo, posiblemente hacia áreas menos valorizadas, el volumen de agua debido a la creciente. Es claro que en este caso esas obras son causa de crecientes aguas abajo”. (Hidrología en la ingeniería, Germán Monsalve Sáenz, Escuela Colombiana de Ingeniería).


� “las condiciones hidráulicas del río están definidas por las características de su sección transversal y por la pendiente de su cauce. La sección transversal del río es relativamente estrecha desde el momento en que, a comienzos del presente siglo, se construyeron jarillones en sus bordes para controlar inundaciones; la pendiente de su cauce es muy baja, y adicionalmente, existen a la salida de la Sabana de Bogotá, las compuertas de Alicachín de la Empresa de Energía de Bogotá que controlan el nivel de las aguas, disminuyendo la pendiente con la consecuente reducción de velocidad, produciendo así un efecto de remanso que se extiende aguas arriba, incluso a los tramos del río frente a la ciudad. Las condiciones expuestas hacen que el río se comporte como una corriente de flujo subcrítico, en donde cualquier aumento de caudal se traduce inmediatamente en un mayor nivel de agua. Bajo tales circunstancias, se pueden producir desbordamientos de los jarillones durante un invierno, lo que representa inundaciones en las zonas vecinas”.  





� Acuerdo 79 de 2003 Código de Policía de Bogotá, D. C. Arts. 55, 71 y 72


� en donde establece: “(…) el reconocimiento de edificaciones es la actualización por medio de la cual el curador urbano o la autoridad municipal o distrital competente para expedir licencias, declara   la existencia de los desarrollos arquitectónicos finalizados antes del 27 de junio de 2003 que no cuentan con licencia de construcción (…)”  (Subrayado fuera de texto). Hecho que prohíbe la generación de edificaciones a partir de esta fecha en el suelo rural de la localidad, sin el lleno de los requisitos de ley.





� Acuerdo 6 de 1990 del Concejo de Bogotá art. 291; Ley 400 de 1997; Decreto 1052 de 1998 del Min. Desarrollo, Decreto 564 de 2006; Directiva Ministerial 0016 de 24 de sep. de 2003.


� “Plan de Manejo Ambiental del Humedal Torca-Guaymaral”. Universidad Nacional de Colombia, 2006 (Contrato 818-2005 EAAB, IDEA,UN)


� De conformidad con lo establecido en el Articulo 138 de la Ley 115 de 1994, y con el fin de prestar el servicio educativo, los establecimientos educativos deben disponer de: “(…) Licencia de Funcionamiento (…)”


� Radicación No. 203-S-04-7192/ 200720543 del 12 de abril de 2007, Secretaria de Educación


� Radicación No. 203-S-04-7192/ 200720543 del 12 de abril de 2007, Secretaria de Educación


� Decreto 1421 de 1993 Estatuto Orgánico de Bogotá, Art. 86, Res 402 de 2001 Manual de Funciones de la Secretaria de Gobierno Distrital, Ley 99 de 1993 Se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos naturales renovables   Art. 65


� Se deben detallar los numerales donde se encuentren cada uno de los hallazgos registrados en el Informe.





PAGE  
Dirección  Sector Recursos Naturales y Medio Ambiente

Carrera 35 No. 26-A 10 Piso 8º - Tels: 3-351030/60 Exts. 141-145-146


[image: image5.png]CLASES DE SUELO
SUELO URBANO
SUELO RURAL

‘SUELO DE PROTECCIGN

—_
—_
‘SUELO DE EXPANSION URBANA =
=
[

ZONS, DE MANELO Y PRESERVACEN
OEL Rio BocOTA




[image: image6.png]


